
I.-RECENSIONES Y NOTICIA DE! LIBROS

ALVARF.Z TABIO, MÁRQUEZ DE ¡A CE-
RRA y MOKJÍ BENÍTEZ : óobre lo con-
tencioso - administrativo. Ed. Lib.
Martí. La Habana, 1956. Págs. 71.

En el presente folíelo se recogen las
«onferencias pronunciadas en la Univer-
sidad de La Habana por tres Magistra-
dos de aquella Audiencia, precedidos
por un estudio preliminar del Profesor
CAHMONA ROMAY sobre «Universidad y
Judicatura», donde se hacen sugestivas
consideraciones sobre el tema, como
cuando censura la incompatibilidad en-
tre los cargos de Profesor y Magistrado,
porque «la realidad enseñante (la pura-
mente docente) y la conveniencia judi-
cialista (la estrictamente jurisdiccional)
está precisamente en todo lo contrario,
por ser funciones, no antagónicas ni ex-
cluycntes, sino propiamente armónicas y
complementarias». Y para corroborar
esta afirmación del Profesor CAKMO.NA,
allí está la realidad de algunos países,
como Alemania, que lian sabido utilizar
en ambas funciones simultáneamente al-
gunos de sus mejores juristas.

Los tres trabajos qeu se recogen en el
libro de que damos noticia son lo- si-
guientes :

La cosa juzgada en el Derecho admi-
nistrativo, por A. TAMO. Una vez más,
ALVAREZ TABIO se nos manifiesta en este
trabajo sobre la cosa juzgada como el
más caracterizado de los tratadistas his-
panoamericanos desde el proceso admi-
nistrativo. Su conocida monografía so-
bre El proceso contencioso-administrati-
vo, aparecida en La Habana en 1954, le
consagró definitivamente. Y otros traba-
jos posteriores confirmaron la opinión
que nos mereció aquella completa obra

general. Entre los últimos publicados,
merece destacarse, aparte del que ahora
comentamos, una conferencia pronuncia-
da en el Colegio de Abogados de Güi-
nes, Función política de lo contencioso-
administrativo (La Habana, 1956).

El que ahora nos ofrece sobre la cosa
juzgada es un excelente resumen, con
ágil estilo, de los problemas que plantea
la institución. Quizá sea discutible la
aplicación que de la misma hace el De-
recho administrativo, siguiendo una opi-
nión bastante generalizada; pero, en ge-
ral, A. TAMO da muestras, una vez más,
del depurado manejo de los conceptos
procesales, como de lo correcto de las
soluciones a «jue llega.

EL proceso contencioso-administraíivo
y el estado de Derecho es el título de la
conferencia, de Miguel V. MÁRQUEZ Y DK
I.A CERRA (]), y La interpretación judi-
cial de la Ley en Derecho administrativo,
el de la pronunciada por Juan Bautista
MORÉ BENÍTEZ, que constituyen una cla-
ra muestra del grado de especialización
y preparación de la Magistratura cubana
encargada de conocer y decidir los liti-
gios administrativos.

J. G. P.

BIELSA, Rafael : Cuestiones de jurisdic-
ción. Acciones y recursos. Buenos
Aires, 1956. 300 páginas.

No pasa mucho tiempo desde la apa-
rición de una obra del profesor BIELSA,

(!) Publicada también en la Revista
de la Facultad de Derecho de México,
tomo VI, núm. 21, págs. 27-44.
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sin que nos sorprenda con una nueva y
brillante aportación a la Ciencia del De-
recho. Lo hemos dicho en varias ocasio-
nes, y tenemos que repetirlo una vez
más: no existe sector de la realidad ju-
rídica-administrativa que no haya des-
pertado la atención del insigne maestro
argentino y haya sido objeto de algún
estudio brillante, sugestivo, práctico.
BIELSA no se conforma con ir puliendo
y perfeccionando en sucesivas ediciones
su obra general. Necesita de la monogra-
fía para, incansablemente, ir estudiando
las distintas parcelas del Ordenamiento
jurídico y poder llegar después, con aca-
bado conocimiento de los infinitos de-
talles, a esa aspiración última que es el
sistema.

Hoy nos sorprende con un trabajo que
lleva por título «Cuestiones de jurisdic-
ción». No se trata de un estudio de los
conflictos jurisdiccionales, como a pri-
mera vista pudiera parecer al público
español. Se trata de una recopilación
de diversos trabajos del autor sobre muy
distintos problemas de justicia admi-
nistrativa. Recopilación que ha sido un
acierto, pues permite al estudioso del
Derecho administrativo contar con un
volumen con trabajos que, en otro caso,
serían de muy difícil consulta.

Buena parte de estos trabajos habían
aparecido ya en «La Ley» y. eran cono-
cidos por nosotros, gracias a la genti-
leza de su autor. Uno de ellos —«Linca-
miento jurídico de la ley federal 48»—
en «Anales de Legislación Argentina»
(complemento, años 1852-1880), edición
de «La Ley», 1954. Otros, en distintas
rlevislas. La justificación del volumen
que ahora se nos ofrece, se encuentra en
las siguientes palabras del prólogo:
«La experiencia me ha demostrado—dice
BIELSA— lo conveniente que es para el
abogado y para el funcionario público
en función de asesor tener reunida en
un volumen esa labor dispersa que sin
formar un todo orgánico —pues se trata
de estudios monográficos— pertenece a
una misma materia, y a veces a una sola
institución». «Los estudios que en este
volumen se publican —añade poco des-
pués— conciernen especialmente al De-
recho público. Se trata de cuestiones
de judisdicción, demandas contra el Es-

tado, acciones populares, recursos juris-
diccionales de fondo o de fines constitu-
cionales. Es sorprendente la relativa
confusión que todavía existe, inclusive
en la doctrina general, sobre institucio-
nes de la importancia que tiene, por
ejemplo, la jurisdicción».

Como hemos dicho al recensionar la
segunda edición de su obra Sobre lo con-
tencioso-administrativo, BIELSA pertene-
ce al grupo de administrativistas que,
aun acercándose a esta esfera de la rea-
lidad jurídica como administrativista, no
es de los que vuelven la espalda a todo
lo que suponga un concepto que proce-
da del Derecho procesal, sino que sabe
manejar con soltura, en la mayoría de
los casos, conceptos puramente proce-
sales. De aquí la utilidad de sus trabajos
sobre la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa.

Los trabajos que se incluyen en este
volumen son los siguientes:

1. La cuestión de las jurisdicciones
especiales. Observaciones generales. En
él se hace un estudio general del concep-
to de jurisdicción, para después exami-
nar el problema de las jurisdicciones es-
peciales (págs. 13 a 62).

2. La acción popular y ¡a facultad dis-
crecional administrativa. Las dos cues-
tiones, de tan trascendental importancia
en el Ordenamiento administrativo, a
que se refiere el tema, son estudiadas
con todo detenimiento, y con una refe-
rencia a la bibliografía más caracteri-
zada (págs. 83-98).

3. Demandas contenciosas y recursos
jurisdiccionales contra actos administra-
tivos. Se trata de una clara delimitación
de estos conceptos, sobre los que ideas
tan poco claras lian tenido siempre ios
administratitivas (pág?. 99-130).

4. Linecemiento jurídico de la Ley
federal 48 y el recurso extraordinario,
con especial referencia a las leyes fisca-
les (págs. 131-183).

5. Jurisdicción universitaria (páginas
183-234).

6. Conceptos jurídicos y terminolo-
gía, «Recursos» y «Jurisdicción plena».
La preocupación de BIELZA por la ter-
minología y la depuración de los con-
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ceptos —manifestada a través de muy
diversos de sus trabajos—, se concreta
en el presente en dos conceptos, que,
como los antes señalados, han sido oscu-
recidos por una discusión doctrinal no
siempre acertada (págs. 235-254).

7. Demandas contra el Fisco y recur-
sos contra sus órganos (págs. 255-268).

8. Arbitrio judicial y sentencia arbi-
traria (págs. 239 a 300).

La simple enumeración de estos tra-
bajos es índice suficiente de la utilidad
práctica de'la obra de que damos noti-
cia. Y no queremos cerrar estas lineas
sin antes referirnos a otros dos recientes
trabajos del profesor BIELSA: Uno, El
abogado y el jurista, publicado en «La
Ley» en 17 de julio de 1956; otro, Régi-
men jurídico de policía, publicado en
«La Ley» en los números de 24 y 28 de
julio y 1, 4 y 7 de aposto del presente
año, y en los números de 24 y 28 de julio,
y 1, 4 y 7 de agosto del presente año.
y que, más que un artículo, constituye
una caracterizada monografía sobre el
régimen jurídico de la policía. «Es el
lincamiento general—nos dice su autor—
de un estudio «obre el régimen jurídico
de la policía, o, si se quiere, del poder
de policía (denominación que se em-
plea con más comodidad que propiedad»
y «Es, además, exposición de carácter »e
neral, y de vulgarización de principios
constitucionales y de derecho común u
privado concernientes al ejercicio de una
atribución del Estado, que se ejerce po-
medio de órganos diverso?, y especialmen
te del Poder administrador».

J. G. P.

CAPACCIOU, Enzo : La gestione di affari
in dirilto amministralivo. Cedam, l'a-
dova, 1956, 332 paginas.

Figurando como la cuarta de las publi-.
caciones, y primera de las referentes a
materias administrativas, del Instituto
Jurídico de la Facultad de Economía y
Comercio de la Universidad de Bolonia,
estudia el presente trabajo toda la pro-

blemática de la gestión de la actividad
administrativa cuando ésta no es reali-
zada por sus órganos o titulares corres-
pondientes. Trabajo de una perfecta sis-
temática y lleno de contenido doctrinal,
pero al que sin duda alguna debemos
objetarle el caer en no pocas ocasiones
en ese conceptualismo propio de una
parte de la moderna doctrina italiana,
que lleva consigo, ciertamente, un oscu-
recimiento de las materias y puntos tra-
tados.

En dos grandes partes se divide la
obra de CAPACCIOLI : gestión por el par-
ticular de la actividad pública o privada
de la Administración. En el primer caso
nos encontramos a su vez con el doble
supuesto, indppejidientemente tratado
en la obra, según se refiera al ejercicio
de funciones públicas a nombre propio
del particular o bien a nombre de la
Administración.

En la primera parte —gestión de fun-
ciones públicas por el particular a nom-
hre propio— se analiza principaplmente
la gestión espontánea de funciones pú-
blicas, pues en los distintos supuestos
tradicionalmente allí encuadrados, por
ejemplo, concesión de servicios públi-
cos, el particular goza de una investi-
dura especial que da razón normativa al
hecho que él pueda ejercitar las fun-
ciones públicas en nombre propio. En
relación, pues, con la gestión espontá-
nea de funciones públicas a nombre del
particular, ¿hay verdadero ejercicio pri-
avdo de funciones públicas? ¿La acti-
vidad desarrollada por el particular es
pública? Frente a la afirmativa sostenida
por ZANOBI.NI en diversas ocasiones
(L'esercizio prívalo delle funzioni e dei
servizi pubblici, en su colaboración al
Trattalo Orlando, II, 3, 627, y que más
tarde volvería a confirmar, insistiendo
en el aspecto orgánico, L'esercizio pri-
vato delle funzioni e l'organizzazione
degli Enti pubblici, «Annali delle Uni-
versitá Toscane», 1920, recogido poste-
riormente en sus Scritti vari di diritto
¡iubblico, Milano, 1955), CAPACCIOU nie-
ga tal carácter fundamentándose en que
el principio de necesidad en torno al
cual gira la doctrina afirmativa, es cier-
tamente capaz de excluir o disminuir la
responsabilidad, e incluso de justificar
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una conduela, pero no lo es para cam-
biar la naturaleza del acto, aparte de
que la configuración de la necesidad, en
todo sistema jurídico, viene referida
siempre al agente que obra, supuesto que
no se realiza en la gestión espontánea,
en el que la necesidad habría de ser ad-
mitida en relación con la Administra-
ción Pública. Hay solamente en cso.-
supuestos—en los que para fundamentar
la actividad pública no sirve tampoco
una justificación basada en la sustitución
o en la identidad de lo operado, dado
el carácter de la no fungibilidad del su-
jeto administrativo—, un desarrollo de
actividad materialmente correspondiente
a aquella a través de la cual se manifes-
taría la acción del órgano público com-
petente. Sin embargo, el propio ZANO-
BINI, en la última de las obras citadas
(pág. 112), había ya delimitado la exten-
sibilidad del concepto del ejercicio pri-
vado de funciones públicas: los par-
ticulares cuya actividad se relaciona con
los fines del Estado solamente por sus
consecuencias quedan al margen de la
figura del ejercicio privado de funcio-
nes públicas, refiriéndose aquélla pro-
piamente sólo a aquellos privados que,
si bien ejercitan funciones públicas, lo
hacen ya normativamente asignadas por
el ordenamiento jurídico, por- lo que la
tesis de CAPACCIOLI de negar el carácter
público a la actividad del privado, cier-
tamente válida en cuanto se refiere a la
realización espontánea, no parece del
todo correcto pueda oponerse al pensa-
miento de ZANOBÍNI.

La obra recensionada trata a continua-
ción de la gestión de funciones públicas
por parte del particular cuando éste obra
en nombre de la Administración : toda la
doctrina del funcionario de hecho —ma-
teria a la que por otra parte es a la que se
le dedica mayor atención en esta obra—
viene establecida y desarrollada en rela-
ción a la doctrina general de los actos ad-
ministrativos. CAPACCIOLI revisa con este
motivo toda la teoría de la nulidad y anu-
labilidad de los actos administrativos,
diferencias que para él lógicamente no
tienen otro fundamento que el mera-
mente positivo, y establece las caracte-
rísticas de estas figuras, que tradicional-
mente integraban la más amplia de in-

validez de los actos administrativos, en
relación con el interés que jurídicamen-
te vienen a tutelar. Si no existe, por lo
tanto, ni por parte de la Administración,
ni por la del particular, ningún interés
tutelable jurídicamente para su impug-
nación, los actos realizados por el fun-
cionario, de hecho deben admitirse como
plenamente válidos y eficaces. Es, 6Ín
duda alguna, a nuestro parecer, su con-
cepción dinámica del derecho, con este
motivo expuesta y desarrollada, la parte
más interesante de la obra: es necesario
—sostiene— salir resueltamente de aque-
lla especie de complejo de culpa que
puede apoderarse de cualquiera cuando
se trata de decidir si una situación rela-
cionada con un acto inválido debe ser
mantenida o no. No se trata de cerrar
los ojos y de silenciar la línea lógica
para tener en cuenta exigencias de equi-
dad; nos debemos convencer de que si
no existen interese; a remover la situa-
ción creada no se puede ni se debe hacer
cuestión de nulidad o de anulabilidad,
no comportando per se un interés nece-
sario a su eliminación o subsanación.
De los actos realizados por el «funciona-
rio de hedió» engarza el autor el estudio
de su «investidura», de sus relaciones
funcionales con el órgano público y de la
responsabilidad que de sus actuacio-
nes pueda derivarse. En definitiva, la
figura del funcionario de hecho, que ex-
pone bajo su punto administrativo, mar-
ginando las referencias más bien políti-
cas que de una Administración de ¡ficto
pudieran derivarse, entraña fundamental-
mente un supuesto de violación de ley
—la norma organizativa del Estado, que
determina la forma normal de ser pro-
puesto un funcionario a un órgano pú-
blico—por parte de la Administración.

La segunda parte de la obra viene re-
ferida al estudio del ejercicio de activi-
dades privadas de la Administración pú-
blica realizado por un particular. ¿Es
aplicable a la misma la doctrina civil so-
bre la gestión de negocios ajenos reali-
zada por un tercero? En principio, el
autor se manifiesta afirmativamente, re-
batiendo las tesis que, fundamentadas en
diversos principios—necesidad por parte
de la Administración, presunción de no
consentimiento, violación de ley al im-
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plicar el establecimiento de una obliga-
ción por parte de la Administración en
forma distinta a las legalmente estableci-
das...—, estiman que los supuestos de la
gestión privada no se realizan tratándose
de un ente público; en esta misma co-
rriente negativa, que tantas consecuencias
prácticas tiene en relación con el reem-
bolso de lo pagado, se mantuvo init ¡¡lí-
mente la Jurisprudencia italiana, adu-
ciendo lo? obstáculos de una «prohibido
domino» y de incompetencia, por otra
parte, del juez ordinario, debida a la
naturaleza discrecional de la apreciación
del utiliter de la gestión. Sin embargo,
aquélla ha venido evolucionando hasta
admitir el principio de la admisibilidad
de la figura de la gestión de negocios
realizada por un particular en relación
con la Administración Pública, pero que.
dando la acción del gestor privado para
exigir la indemnización de los gastos rea-
lizados supeditada al reconocimiento de
utilidad por parte de la Administración
interesada: la razón de equidad que ya
desde el Derecho romano fundamentó l:i
aclio negoliorum gestorum y directa la
configuración del instituto de la gestión
de negocios ajenos, no puede no servir
también en relación con los entes pú-
blicos. CWACCIOLI analiza con deteni-
miento, especialmente bajo principios ju-
risprudenciales, la naturaleza discrecio-
nal de la declaración administrativa de
utilidad de lo actuado por el particular,
y la forma—expresa o tácita—en que di-
cho reconocimiento puede hacerse, asi
como también los diversos supuestos y
relaciones que reviste, tanto en función
con el dominas—Administración Públi-
ca—, como con el gestor particular que
ha realizado la actividad privada de la
Administración. Termina la obra con el
«studio de otros dos problemas plantea-
dos : la gestión de negocios privados de
un ente administrativo realizada por un
funcionario del mismo, cuyo supuesto
«specifico niega frente a la tesis de
BRONBI, y el análisis de la posibilidad
de que dicha gestión privada venga rea-
lizada por otro ente público.

El libro de CAPKXIOLI, que, como he-
mos indicado, contiene sugerencias ex-
traordinarias, no limitativas a la mate-
ria que del título de la obra pudieran

derivarse, es una manifestación—y una
aportación interesante también—a la casi
irresoluble problemática que plantea el
conjugar dos ordenamientos aistinlos y
paritarios—el administrativo y el priva-
do—con dos actividades—pública y pri-
vada—, que, según la doctrina tradicio-
nal, puede realizar la Administración.

SEBASTIÁN M.-RETORTILLO

CAPOGRASSI, Giuseppe; MIELE, Gio-
vanni, y otros : La pianijicazione
económica e i diritti della persona
umana. Roma, 1955; 204 págs.

Interesante en «xíremo es el presente
volumen, que recoge las comunicaciones
de varios profesores italianos, asi como
las actas de las sesiones del VI Convenio
de la U. G. I. C. Porque si siempre tie-
ne importancia el estudio de los proble-
mas que el intervencionismo administra-
tivo proporciona, aquélla aumenta si el
análisis viene realizado sobre las diver-
sas facetas—económica, política, admi-
nistrativa y humana—que la planificación
ofrece. Toda la problemática aparece es-
tructurada en los diversos trabajos, no en
razón a la conveniencia o no de la plani-
ficación, fenómeno que se da por supues-
to y descontado, sino en función de la
forma y manera de hacerla. Y me pare-
ce interesante hacer notar este plantea-
miento, de dar por necesaria e impres-
cindible la actividad administrativa pla-
nificadora, porque organizado el Conve-
nio por la «Unione Ciuristi Cattolici lia-
liani», proviene de una parte del pensa-
miento jurídico-polílico que siempre ha-
bía manifestado'no pocos recelos y re-
servas ante el fenómeno de la creciente
expansión de la actividad administrati-
va. Junto a esta nota, común en los va-
rios trabajos que el volumen que recen-
sionamos recoge, aparecen también otras
dos de no menor interés: la plena com-
patibilidad de la planificación económica
con un régimen de garantías políticas y
jurídicas, y la proclamación unánime de
la insuficiencia de las actuales estructu-
raciones administrativas para resolver los
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problemas a que responde un régimen
planificado.

CAPOCRASSI aborda el tema general de
Persona e pianificazione fundamental-
mente desde un punto de vista político,
que no en balde él es excelente maestro
de estas ciencias. Al análisis fáctico de
la realidad social presente, hace corres-
ponder la insuficiencia de las categorías
jurídicas presentes para actuar los prin-
cipios que aquella realidad exige. Pági-
nas escritas con hondo sentido humano,
porque, en definitiva, señala el autor, la
última razón de todo movimiento inter-
vencionista, de toda planificación, no es
sino elevar al individuo anónimo—el «in-
dividuo estadístico», como CAPOCRASSI lo
llama—a condiciones humanas de vida.
Todo ello plantea indiscutiblemente una
nueva concepción del Estado, del Dere-
cho, de la Política y, especialmente, de
la Administración pública, porque ésta
habrá de ser, en definitiva, la que actúe
la voluntad del Estado planificador. Ante
ella, sin duda alguna, se concretarán las
antinomias y dificultades que el Estado
intervencionista determina. Pero, para-
dójicamente, para este Estado planifica-
dor el problema administrativo no es
esencialmente un problema de organiza-
ción, sino un problema moral de la for-
mación del individuo-administrador, que
en sustancia es el verdadero y último
protagonista de la nueva experiencia,
quien a su vez será también quien, única-
mente con sus hechos demuestre si es o
no realizable la nueva concepción esta-
tal : de esta forma el problema del nue-
vo Estado entronca sus raíces con la con-
ciencia de los individuos.

MIELE, en Esperienze e prospettive giu-
ridiche della pianificazione, desarrolla el
tema desde un ángulo exclusivamente ju-
rídico; en su trabajo aparecen claramen-
te tres partes diferenciadas: una prime-
ra, introductiva, de carácter histórico y
comparativo; una segunda, en la que re-
coge el planteamiento jurídico-constitu-
cional, a la que sigue la enunciación y
desarrollo de las cuestiones administra-
tivas concretas que la planificación sus-
cita : organización administrativa, mul-
tiplicidad de normas, control del plan y
fiscalización y responsabilidad de la ges-
tión pública desarrollada para actuarlo.

Un análisis prevalentemente económi-
co lo realiza Di NAKDI en Condizioni e
forme della pianificazione económica,
donde opone los sistemas de «economía
de mercado» y «planificación colectivísti-
ca»: el primero, irrealizable histórica-
mente en su pureza, porque la concurren-
cia no opera jamás en la práctica con la
perfección presupuesta, porque la distri-
bución de la renta viene falseada por laa
situaciones de monopolio, porque ahorro
e inversiones no s« relacionan espontá-
neamente y porque el sistema de «econo-
mía de mercado» general fundamental-
mente las grandes crisis de sobreproduc-
ción económica y de desocupación labo-
ral. Tampoco es admisible, sino bajo una
concepción despótica del Estado, una
organización de «planificación colectivís-
tica», que intentase actuar un sistema dis-
tributivo preconstiluído, con el fin de
anular toda clase de diferencias que la
formación espontánea de los precios ori-
ginan. Di NARDI, que analiza detallada-
mente cada uno de los puntos que sinte.
tizamos, propugna una situación mixta :
«los híbridos que vemos afirmarse y de-
clinar en la historia contemporánea tie-
nen su razón, al ser tentativos para la
busca de un nuevo orden que conduzca
y disponga en una fórmula feliz todo
cuanto es vital en uno y otro sistema».
El propio Di XARDI desarrolla en otro
trabajo, La pianificazione nell'industria,
las modalidades peculiares que presen-
ta, y en la que la actividad administra-
tiva tiene una triple función: la norma]
de control de la producción, regulando
a su vez, muy especialmente, las coali-
ciones entre empresas que alteran la es-
tructura concurrencial en perjuicio di
los consumidores; la de establecer una
adecuada distribución de los nuevos cen-
tros industriales, ya que, según el prin-
cipio que la industria establecida atrae
a la nueva, viene con ello a aumentarse
el desequilibrio existente en relación con
la renta media por habitante entre la;
zonas industriales y las que no lo son;
y, finalmente, existe un tercer aspecto,
que pudiéramos llamar social, que exige
la actividad planificadora en el campo
industria], y que el autor establece en
razón a estas tres consideraciones : 1.a, e)
movimiento asociativo entre los trabaja-
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dores incide sobre la paz social, y el
Estado es llamado a disciplinarlo: 2.», las
condiciones ambientales en que se des-
arrolla y desenvuelve el trabajo exigen la
protección de la autoridad pública y ori-
ginan la legislación social, y 3.a, el paro
de las masa asume aspectos amenazado-
res y patológicos an los centros urbanos
en los que ?«• concreta el proletariado in-
dustrial. Extraordinariamente agudas son
las observaciones que el autor bace. ad-
virtiendo como un sistema de planifica-
ción económica, que puede exigir, por
ejemplo, en determinados sectores indus-
triales, el control de una autorización
administrativa, puede originar precisa-
mente los efectos contrarios, creando ver-
daderas situaciones de monopolio de he-
cho, protegidas por la propia actuación
pública.

Finalmente, Mario BANDÍN! estudia en
La pianificuzione nellagricultura las pe.
culiaridade5 que la comunidad rural ofre-
ce, los aspectos técnicos que la planifi-
cación agrícola lleva consigo, así como
los legislativos, administrativos y finan-
cieros de la misma. Junto a los trabajos
señalados, y por no alargar más esta nota,
consignamos solamente que aparecen tam-
bién recogidas, como hemos señalado,
mociones y enmiendas presentadas, de
desigual valor ciertamente, entre las que
destacamos, por significar una positiva
aportación, las de ESPOSITO, CAitNKixrn,
VICNOCHI y SANTORO-PASARF.I.I.I.

S. MARTIN-RETORTILÍ.O BAQUSK

Sumario de Dircito Municipal
1953.1.

Y, a decir verdad, cuando se contem-
pla el extraordinario dinamismo del Pro-
fesor CARMO.NA, su constante preocupa-
ción por los temas municipales (sin ol-
vidar «líos más generales) y la pulcritud,
y calidad de sus trabajos, hay que pen-
sar que el autor brasileño no lia exage-
rado.

Hoy. CARMONA nos ofrece una nueva
aportación al estudio del Municipio. Bre-
ve, pero jugosa. Constituye su contribu-
ción a la \ 1 Reunión del Congreso ínter-
americano de Municipios (Panamá. 17-25
agosto 1956).

Con su acostumbrado entilo y la cita
de una selecta bibliografía, sabe ofrecer
en veinte páginas unas ideas claras sobre
«autonomía» y «autarquía» municipales
y fundar debidamente las conclusiones a
que llega, que no son tiras que las si-
guientes :

<(1.» La comunidad vecinal—y por ello
territorial—, en cuanto deviene sociedad
transfamiliar autárquica, lia de consti-
tuirse en Municipio para la mejor y más
adecuada procuración del bien vivir.

«2.a La autosuficiencia económica es
condición fundamental para Ja erección
de la referida sociedad vecinal en Mu-
nicipio.

»3.« Es siempre impostergable reco-
nocer la existencia del \lunicipio cuando
se dé tal condición autárquica en toda
sociedad local vecinal.»

.?. C. P.

CARMOXA KOMAV, Adriano : Notas so-
bre Autonomía y Autarquía. Edito-
rial Selecta. La Habana, 1956. Pá-
gina 20.

Del Profesor CAKMONA se ha dicho que
constituye, con Alcides GRKCA, un repre-
sentante máximo del continente ameri-
cano en el conocimiento del Derecho
municipal. Exponentes magníficos, maes-
tros consagrados, idealistas puros y nom-
bres dignos de nuestro respeto y admi-
ración profunda. Asi lo proclama Ivés
Orlando TITO DE OLIVLIKA en su Curso

DANA MONTANO, Salvador : Código de-
procedimientos de lo contencioso-aj-
ministrativo para la provincia de
Buenos Aires, concordado y comen-
tado por... Rueños Aires, 1955; 370
páginas.

El Código de lo comeneioso-adminis-
trativo de la provincia de Buenos Aires
está constituido fundamentalmente por
la Ley de 22 de noviembre de 1905, de
cuyo anteproyecto fue autor el doctor VA-
KELA. La obra que ahora examinamos está
inspirada, según declara expresamente su
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autor en el prólogo, por la idea de pro-
curar a los profesionales del Foro un
instrumento de labor, de fácil consulta,
sobre la doctrina y la jurisprudencia for-
madas alrededor de la citada Ley de 1905.
Y hemos de confesar que tal finalidad
está, por supuesto, ampliamente conse-
guida.

El Profesor DANA MONTANO adelanta
un juicio crítico favorable de las dispo-
siciones contenidas en el Código de lo
contencioso-administrativo. No obstante,
sugiere que, después de medio siglo de
vigencia, deben acometerse ciertas re-
formas que, sustancialmente, pueden re-
ducirse a las siguientes: 1.» Introducción
del recurso objetivo o de anulación, aun-
que con las limitaciones que lo han in-
corporado a Códigos más recientes de
otras provincias argentiuas; 2." Posibili-
dad de acción contencioso-administrativa
contra los llamados actos discrecionales;
3.a Declaración de improrrogabilidad pa-
ra el plazo de nueve días de que la Ad-
ministración dispone para contestar a la
demanda contenciosa; 4.a La posibilidad
—facultativa u obligatoria para la Admi-
nistración—de la sustitución de la senten-
cia condenatoria por una indemnización
pecuniaria a favor del particular, tal como
lo establece, por ejemplo, el Código de
Santa Fe.

El plan de la obra comprende una in-
troducción del Profesor DAMA MONTANO
en la que se examinan los antecedentes
del Código, las fuentes en que se inspi.
ró el codificador y, finalmente, una bre-
ve biografía del doctor VÁRELA.. ES inte-
resante señalar que DANA MONTANO abun-
da en la opinión de BIELSA, de que «el
Código de la provincia de Buenos Aire»
parece inspirarse, según las notas ilus-
trativas del autor, en el sistema francés,
pero en realidad el recurso ha sdo sus-
tancialmente concebido en la Ley espa-
ñola, porque... la configuración del mis-
mo es análoga a la del recurso de la Ley
española de 1888». «En 6U factura—con-
tinúa DANA MONTANO—, y basta en la
misma letra de muchas disposiciones to-
madas de la Ley española, se nota la fran-
ca aunque no confesada influencia de esta
legislación sobre nuestro codificador...);

En segundo luger, se recoge en la obra
la Introducción que el propio doctor VA-

BELA redactó para ilustrar su labor codi-
ficadora, suficiente de suyo para demos-
trar la excelente preparación jurídico-
administrativa del doctor VÁRELA. Final-
mente—y ésta es parte fundamental de la
obra, puesto que comprende de la pági-
na 71 al final—, aparece el comentario a
cada uno de los noventa y ocho artícu-
los que integran el Código. Estos comen-
tarios son ciertamente sabrosos e intere-
santes, pues de la letra de la Ley se ele-
van a consideraciones generales sobre te-
mas claves de la doctrina jurídico-admi-
nistrativa. Baste, a tales efectos, recor-
dar que se dedican casi sesenta páginas a
comentar el artículo primero, donde se
plantean análogas cuestiones a las conte-
nidas en el también artículo primero de
la Ley española de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa. Precisamente este
artículo primero es un ejemplo de la in-
fluencia española antes aludida, pues,
como señala el propio doctor VÁRELA en
su Introducción..., causas contcncioso-
so-administrativas son aquellas en que la
autoridad administrativa no obra como
persona jurídica, ni en uso de sus atri-
buciones discrecionales y no reglamenta-
das; sólo y exclusivamente son aquellas
en que la reclamación se interpone, des-
pués de agotada la vía gubernativa, con-
tra una resolución dictada por la Admi-
nistración pública, en virtud de sus fa-
cultades, y en la cual vulnera un dere-
cho establecido anteriormente, en favor
del reclamante, por una Ley, por un De-
creto, por un Reglamento o por cual-
quiera disposición administrativa. No
cabe una reproducción más fiel del ar-
tículo primero de la Ley española de 1894.

Las citas jurisprudenciales que ilustran
la obra están convenientemente maneja-
das por el autor, sin que se incurra, como
es corriente en otros casos, en ofrecer al
lector una fría e inexpresiva lista de fe-
chas; antes bien, lo sustaneial de cada
caso resulta traído justamente en el mo-
mento oportuno. Si a esto se une la uti-
lidad de el índice por materias, se com-
prenderá lo muy recomendable que re-
sulta este nuevo libro del Profesor DIANA
MONTANO.

F. GARRIDO FALLA
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FÁBREGAS DEL PILAR, José M.» (Con 1»
colaboración de Felipe Ruiz JAIME):

Ley de Contabilidad y fiscaliza-
ción e intervención de los derechos
y obligaciones del Estado. Textos
refundidos, concordados y comenta-
dos y sus disposiciones complemen-
tarias.—Distribución: Tnstituto Edi-
torial Reus, Madrid. Í9'J¡.

El trabajo que nos ofrece el señor FÁ-
BREGAS DEL PILAR es de gran sentido prác-
tico. S.u profundo conocimiento de la
Administración fiscal española le ha per-
mitido poner a disposición de los que
nos interesamos por estas materias una
recopilación sistemática de disposicio-
nes fiscales de difícil consulta. Única-
mente si se tienen en cuenta las dificulta-
des de esta labor de ordenación de la le-
gislación fiscal, se podrá valorar debida-
mente la obra.

Sin embargo, el libro que reseñamos no
es la simple publicación de unos textos
legales refundidos, concordados, anota-
dos y comentados, pues el autor precisa en
una nota preliminar, precisa su posición
respecto a conceptos teóricos capitales.
Ciencia de la Hacienda, Derecho fiscal,
Derecho tributario, Política fiscal; al co-
menzar la primera parte hace una breve
historia de la Ley de Administración y
Contabilidad de la Hacienda pública, y
en la parte segunda un estudio del con-
trol de la actividad fiscal del Estado.
Todo ello ayuda a una mejor compren-
sión de los textos que se publican.

El libro contiene, en la primera parte,
la Ley de Administración y Contabilidad
de la Hacienda pública, con su redacción
puesta al día, ron gran cantidad de refe-
rencias a disposiciones que con ella con-
cuerdan, precisando artículos, número?
y apartados, y las disposiciones comple-
mentarias de la misma, ordenadas en re-
lación con sus diversos capítulos. No fal-
tan en las concordancias, y entre las dis-
posiciones complementarias, las Ordenes
comunicadas .mediante Circulares y la?
simples Circulares.

En la segunda parte publica los artícu-
los del Reglamento de 3 de marzo de 1925
que se refieren a la función de fiscaliza-
ción e intervención de los derechos y
obligaciones del Estado, también con
gran profusión de referencias, y las dis-

posiciones complementarias de los mis-
mos ordenadas cronológicamente.

La parte tercera se dedica a comenta-
rios. Es una lástima que los comentarios
no se hayan publicado, en forma de no-
tas, en las mismas páginas que los textos
legales. Se hubiera facilitado su lectura
y mejorado la estructura del libro, máxi-
me teniendo en rúenla que, como su au-
tor dice, en la pág. XVII, sólo «han sido
escritos con el propósito de que sirvan
para concretar la aplicación de los textos
más importantes a que se refieren y para
aclararlos».

Dos índices, uno por materias y otro
cronológico, de las Leyes, Decretos, Or-
denes y Circulares, publicados y citados
en la obra, completan este útilísimo libro.

La publicación, en los límites de su
propósito, ofrece, con la utilidad prácti-
ca señalada, la garantía de un autor tan
experto de nuestra vida administrativa y
siempre tan preocupado por su ordena-
ción objetiva y por su rendimiento.

J. M.» BOQUERA OLIVER

LONG, M . : W E I L , P . , y BRAJU.NNT, (',. :
Les grartds arréts de la jurisprudeuce
administrati-ue. Ed. Sirey, 1956.

Este libro constituye la primera publi-
cación de nna serie que con el nombre
«Colección de Derecho Público» dirigen
los señores R. CASSIN, Vicepresidente
del Consejo de Estado francés, y W ALIÑE,
Profesor de la Facultad de Derecho de
París. La circunstancia de esta doble pre-
sidencia se pone de relieve en el Prefa-
cio para indicar cómo se busca delibera-
damente el diálogo entre la teoría y la
jurisprudencia, es decir, entre la Uni-
versidad y el Consejo de Estado. El tema
tratado en este primer volumen había de
servir necesariamente a tal propósito,
pues no debe olvidarse que, comentando
precisamente las decisiones del Consejo
de Estado francés, se han escrito pági-
nas entre las más jugosas de la literatura
jurídico-administrativa francesa. Basta, a
estos efectos, que recordemos las famosas
Notas de HALRIOU.
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Ahora bien, la obra de HAURIOU liabía
quedado un tanto anticuada. Sus Ires vo-
lúmenes versan sobre las decisiones del
Tribunal de Conflictos y del Consejo de
Estado desde 1892 a 1928. Y no hay que
esforzarse en demostrar los grandes acon-
tecimientos que, con posterioridad a esta
última fecha, han ocurrido para el Dere-
cho administrativo. La utilidad, pues, del
libro que ahora se examina no resulta
discutible. Los autores (que en este caso
también suponen una síntesis de las Fa-
cultades de Derecho —P. WEII— y el
Consejo de Estado —M. LOXG y G. BRAI-
BAXT—) nos advierten cómo la selección
de decisiones se lia realizado teniendo
en cuenta la importancia que realmente
lian tenido en la evolución de los prin-
cipios del Derecho administrativo. En to-
tal, se recogen ciento catorce resolucio-
nes del Consejo de Estado y del Tribunal
de Conflictos, ordenadas cronológicamen-
te. La primera que aparece es la resolu-
ción sobre el famoso asunto BLANCO, dic-
tada por el Tribunal de Conflictos el 8 de
febrero de 1873 y que, como es sabido,
vino a consagrar el principio de la com-
petencia administrativa para resolver las
acciones de responsabilidad civil contra el
Estado y la declaración de que esta res-
ponsabilidad tiene sus «reglas especiales»
(que varían según las necesidades del
servicio y la necesidad de conciliar los
derechos del Estado con los derechos pri-
vados). La última decisión recogida es la
del Consejo de Estado de 18 de marzo de
1955, sobre expulsión de un subdito ma-
rroquí del territorio metropolitano.

En cuanto al sistema de exposición se-
guido por los autores, consiste en trans-
cribir, en primer lugar, bien total o bien
parcialmente, los fundamentos jurídicos,
o' considerandos, de la resolución, y, a
continuación, un resumen sobre las cir-
cunstancias de hecho que se dieron en el
caso y un comentario sobre la importan-
cia de la doctrina jurídica que se contie-
ne en la decisión.

Si se tiene en cuenta la divulgación que
la jurisprudencia del Consejo de Estado
francés ha tenido fuera de Francia —y,
por supuesto, en España— y las numero-
sas citas que de las más importantes de-
cisiones se hacen en los libros europeos
de la especialidad, aunque frecuentemen-

te sin que se conozcan de una manera di.
recta, «e comprenderá lo útil que puede
resultar esta primera publicación de la
«Colección de Derecho Público».

F. GARRIDO FALLA

MARTÍN RCTORIIIXO, Cirilo: Las obli-
gaciones mínimas de los Ayuntamien-
tos. Prólogo de Manuel Francisco
Clavero Arévalo. Madrid, 1956, 289

MARIÍN RhiüKTii.i.o acaba de publicar
un trabajo sobre las obligaciones mínimas
en los municipios, que se une a su larga
producción. Nadie mejor que el prolo-
guista para enjuiciar es.a nueva obra. La
misma constituye—dice CLAVKHO— «una
prueba más de su vocación por los temas
municipales y de su buen sentido jurí-
dico que, como él mismo dice, tiende
siempre a desembocar en aspectos prác-
ticos de la vida del Derecho y de la Ad-
ministración pública». «Pero, además de
ello•— se añade en el prólogo—, es.c libro
se presenta en un momento de indiscu-
tible oportunidad. En primer lugar, por-
que faltaba una monografía que contem-
plase los escasos y reducidos trabajos que
sobre el tema existen. En segundo lugar,
porque aparece en un momento que bie;<
pudiéramos llamar fundamental para el
tema .al que se consagra, como conse-
cuencia de la reforma de las haciendas
locales y de la planificación quinquenal
que las Diputaciones han de realizar, en
orden a las obligaciones mínimas de los
Municipios de menos de 20.000 habitan-
tes, según lo preceptuado en el Decreto
de 18 de diciembre de 1953. El autor no
se ha limitado a un examen histórico ni
jurídico del problema, sino que ha te-
nido el indiscutible acierto de añadir un
capítulo en el que se examinan específi-
camente algunos de los servicios que se
integran en las obligaciones mínimas mu-
nicipales».

Después de una introducción, el libro
consta de diecisiete capítulos, divididos
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•en dos parles bien diferenciadas: una
primera, de carácter general, y una se-
gunda dedicada al estudio del «contenido
y alcance de algunas de estas obligacio-
nes mínimas».

La primera está integrada por los ca-
pítulos siguientes: I. Las obligaciones
municipales mínimas. II. Geografía mu-
nicipal. III. Las obligaciones mínimas
según la Constitución de Cádiz y leyes
municipales posteriores. IV. Las obliga-
ciones municipales mínimas según la ley
de 1877. V. Las obligaciones municipales
mínimas en el EsialMo municipal. VI. Las
obligaciones mínimas en la ley de 193?.
Vil. Las obligaciones mínimas en la vi-
gente Ley de Régimen local. VIH. ¡Na-
turaleza jurídica de estas obligaciones.
IX. Las obligaciones mínimas en el Mu-
nicipio rural. X. Crisis económica de
estos Municipios rurales.

La segunda parte consta de los capítu-
los siguientes: XI. Abastecimiento de
agua potable. XII. Alcantarillado. XIII.
Limpieza varia. XIV. Destrucción o tra-
tamiento técnico sanitario de basuras y
residuos. XV. Alumbrado público. XVI.
Pavimentación de vías públicas. XVII.
Cementerios. XVIII. Incumplimiento de
etlas obligaciones.

3. G. P.

MERIKOSKI, V. : Precis du Droit Pu-
blic de la Finlande. Helsinki, 1954,
294 páginas.

El número de libros sobre materias ju-
rídicas publicado en Finlandia es real-
mente notable, si se tiene en cuenta la
población total del país. En el catálogo
de la literatura jurídica de Finlandia,
que comprende desde 1809 a 1948, apa-
recen alrededor de veinte mil títulos. A
pesar de ello no debe extrañarnos, dadas
las dificultades de la lengua, que el co-
Jiocimiento que tenemos en España de tal
literatura es prácticamente nulo. Es, por
consiguiente, loable la iniciativa de la
Asociación Finlandesa de Juristas de sa-
car a luz una serie editorial con el título
«Ius Finlandiae», con objeto de publicar
monografías y tratado? sobre el Derecho
finlandés en francés, inglés o aloman.

La que ahora nos ocupa es una de las
publicaciones de esta serie. Se trata de
un resumen en francés de un tratado más
extenso publicado en las lenguas finesa y
sueca por el Profesor MERIKOSKI, de la
Universidad de Helsinki. El título que
lleva (Précis de Droit Public de la Fin-
lande) hay que entenderlo, sin embargo,
en sentido restringido, pues, como el
autor explica en la Introducción, sólo se
trata de explicar los aspectos principales
del Derecho constitucional y del Derecho
administrativo de Finlandia. -Es más, si
se nos apura, aseguraremos que funda-
mentalmente se trata de un librito de De-
recho administrativo, pues a esta materia
se refieren el ochenta por ciento de las
páginas que lo constituyen. Los tres pri-
meros y breve? capítulos se dedican, íin
embargo, a materia constitucional: Cons-
titución de Finlandia, territorio y pobla-
ción, Cámara legislativa y procedimiento
parlamentario, jurisdicción y gobierno.
A continuación comienza ya la materia
típicamente administrativa, dedicándose
el capitulo cuarto a los organismos de la
Administración pública, distinguiendo el
aparato administrativo propio del Esta-
do, la autonomía administrativa, otras
formas de Administración y los organis-
mos encargados de la jurisdicción admi-
nistrativa; el capítulo quinto, al estatuto
de los funcionarios; el sexto, a la activi-
dad administrativa, incluyéndose aquí
epígrafes especiales al estudio de las «no-
ciones y principios de Derecho adminis-
trativo», los actos administrativos y las
formas y condiciones de la actividad y
del procedimiento administrativo; el ca-
pítulo séptimo, a la garantía de los dere-
clios en la Administración, que constitu-
ji! lo que nosotros conocemos por justicia
administrativa; el capítulo noveno, a la
coacción administrativa y sus medios, y
el capítulo noveno, a la economía públi.
ra, que no es otra cosa que la materia
que nosotros incluímos en el Derecho
financiero. En un anexo se contiene la
Constitución de Finlandia (forma del Go-
bierno) de 17 de julio de 1919.

Hay algunas cosas en este libro que ne-
cesariamente nos tienen que extrañar.
Valga como ejemplo el concepto que se
da de servicios públicos, en la página 43,

y que conduce a considerar como uno de
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tales al Consejo de Ministros. Tam-
bién resulta sistemáticamente extraño que
cuando ya se llevan dedicados más de dos
capítulos a materias que conciernen es-
trictamente al Derecho administrativo, se
comiencen a estudiar (en la página 131)
las nociones y principios de este Dere-
cho. Con todo, el libro resulta verdade-
ramente interesante y de una extraordi-
naria, claridad, no sólo en lo que toca a
sn valor informativo respecto al para nos-
otros desconocido Derecho de Finlandia,
sino también desde el punto de vista de
la dogmática del Derecho público. Uñase
también a esto, y no es lo menos impor-
tante, la magnífica impresión y encua-
demación en que se presenta al público
esta pequeña obra del Profesor MERI-
KOSKI.

F. GARRIDO FALLA

MUÑOZ AMATO, Pedro : Introducción a
la Administración pública (Teoría
general, planificación, presupuestos).
F. C. E. Méjico, 1954. 273 páginas.

Las aportaciones en lengua española a
la ciencia de la Administración, conce-
bida en su sentido moderno, son bastan-
te escasas. Esto no debe extrañarnos, ya
que, en general, es ésta una ñola domi-
nante en relación con los países de ré-
gimen administrativo, uno de los cuales
es el nuestro. Se explica también de
este modo que, en relación con temas
como el que se aborda en este libro, se
nos hayan adelantado aquellos países de
habla española sometidos más directa-
mente a los esquemas y preocupaciones
de la mentalidad administrativa norte-
americana. Es un hecho que la contri-
bución de Centroamérica y Puerto Rico
a estos estudios reviste peculiar impor-
tancia. Y, dentro de esta contribución,
debe destacarse muy particularmente, por
su cuidadosa elaboración y por el rigor
con que se afrontan las cuestiones, este
libro del profesor MUÑOZ AMATO, del
que se anuncia en el prólogo una in-
mediata versión en portugués.

El plan del libro abarca la publicación

de dos tomos, aunque hasta el momento-
no tenemos noticia de que se haya pu-
blicado más que el que sirve a nuestro
comentario. Este primer tomo incluye
una primera parte sobre el ámbito, me-
todología y propósitos de la disciplina,
en la que resalta por su interés la discu-
sión relativa al concepto de la Adminis-
tración pública, concepto fundamental-
mente monopolizado entre nosotros por
la perspectiva jurídica. La segunda parte-
contiene el estudio del tema de la pla-
nificación y de los presupuestos.

Debe subrayarse la ponderación de cri-
terio que preside en todo momento esta-
obra y que haré huir al autor de las pos-
turas excesivamente simplistas o unilate-
rales, como demuestra el hecho de que,,
al defender la aplicabilidad a la Admi-
nistración pública de los principios de la
organización empresarial, no pierda de
vista, sin embargo, las peculiaridades
que la Administración pública compor-
ta y la inspiración que la nutre, que la-
hace aparecer como cosa tan distinta de
la Administración privada.

Creemos que la obra es realmente in-
teresante, y nuestras únicas reservas se
dirigen a alguno que otro modismo idio-
mático que suena un poco extraño en<
nuestros oídos.

F. GARRIDO FALLA

Ounz DÍAZ, José : El principio de coor-
dinación en la organización adminis-
trativa. Publicaciones del Instituto
García Oviedo, de la Facultad de De-
cho de la Universidad de Sevilla,.
1956, 108 páginas.

Se ha de reconocer que nuestra litera-
tura científica no se ha preocupado ex-
cesivamente por los temas de la organi-
zación administrativa. Ni, desde el punto
de vista del Derecho, puesto que una-
buena exposición de la teoría jurídica
de la organización administrativa (al
modo como lo lia hecho.en Italia DE
VALLES) está entre nosotros por hacer,,
ni desde el punto de vista de los princi-
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píos que informan la moderna ciencia
de la Administración. De aquí la opor-
tunidad del tema elegido por ORIIZ DÍAZ
para iniciar las publicaciones del Ins-
tituto García Oviedo, de cuya creación
ya teníamos noticia, si bien echamos de
menos, precisamente en este volumen,
unas palabras de presentación que nos
informen adecuadamente acerca de los
fines para los que se ha instituido, que
reputamos de indudable oportunidad.

Desde las primeras páginas, el autor
anuncia que el tema que aborda puede
ser tratado, tanto desde el terreno de los
principios (el principio de la coordina-
ción administrativa), como desde el de
las relaciones orgánicas de coordinación:
habiendo de ser tocado en ambos aspec-
tos. Define la coordinación como «aquel
principio que tiene por objeto conse-
guir, mediante la debida coerencia, es-
tructuras adecuadas y actuaciones sincró-
nicas o jerarquizadas en el tiempo, de
los distintos fines, funciones, servicios y
órganos o agentes administrativos, la ne-
cesaria rapidez y eficacia de la actividad
administrativa, evitando la duplicidad de
cometidos o las lagunas que pudieran
producirse, así como que los efectos de
las distintas actuaciones puedan ser total
o parcialmente contrarios» (pág. 17).
Esta coordinación puede referirse a los
fines o a los medios.

Se examinan a continuación los diver-
sos tipos de coordinación, así como las
notas típicas que diferencian este con-
cepto de otros afines, subrayándose que
la importancia que actualmente tiene el
tema de la coordinación es una conse-
cuencia del aumento de competencias es.
tatales que se ha producido con el pase
del Estado liberal al intervencionista.
De esta forma, la coordinación aparece
como preocupación fundamental a tener
en cuenta en una posible reforma admi-
nistrativa, citando el autor casos concre-
tos en que la duplicidad e interferencia
de órganos administrativos se deriva de
que, en ocasiones, circunstancias excep-
cionales o de necesidad impusieron la
creación de servicios administrativos que
perviven aun después de desaparecido el
supuesto táctico que los originó, apro-
piándose entonces atribuciones pertene-
cientes a otros ?ervicios normales, como

sucede, por ejemplo, en el caso de nues-
tra Dirección General de Regiones De-
vastadas o de la Comisaría de Abasteci-
mientos y Transportes.

Después de examinar la problemática
jurídica de la coordinación, de una par-
te, refiriéndose a los instrumentos jurí-
dicos de la coordinación (Decretos y
Ordenes conjuntas y Ordenes acordadas
en Consejo de Ministros), y de otra, exa-
minando los problemas que suscita la
impugnación de tales instrumento- jurí-
dicos, el autor termina su trabajo con
un examen de los distintos organismos
creados en la organización española con
fines coordinadores, examen altamente
significativo de la importancia práctica
que el tema supone y cuyo tratamiento
teórico tiene lugar por primera vez con
este librito de ORTIZ DÍAZ.

F. GARRIDO

Pi SÚ.ÑLK, José M.a, y COUZIXET, Paul :
La responsabilidad personal de los
agentes públicos en relación con los
tercero.': (en / Jornadas Francoespa-
ñolas de Derecho comparado). C. S.
I. C. Barcelona, 1956. Páginas 7
a 29.

Integrando parte del volumen que re-
coge las primeras jornadas franco-espa-
ñolas de Derecho comparado celebradas
en Toulouse, aparecen primeramente los
informes de los profesores Pt SÚÑER y
COUZIMJT, sobre el tema reseñado, que
lo fundamentan y desarrollan en la le-
gisalción y jurisprudencia de cada uno
de los dos países.

Pl SÚÑER, tra6 una referencia doctrinal
en la que marca la evolución y moder-
nidad del concepto de responsabilidad
del Estado, ya que históricamente a aquél
repelía el de soberanía, analiza el dere-
cho positivo español tanto en lo refe-
rente a la Administración central como
a la local, en la que ve, respecto a la
responsabilidad objetiva, mucha mayor
amplitud reflejada en la L. de R. L. que
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en la legislación general. Hace referencia
también a las disposiciones por daños de
guerra y estima existen en el Código pe-
nal normas que hacen aplicable a la Ad-
ministración la responsabilidad civil de-
rivada de un delito, a pesar de la Juris-
prudencia restrictiva del T. S.

COUZINT-T toma como fundamento de
su trabajo las decisiones del Consejo de
Estado y de la jurisprudencia francesa,
que en este punto, como en tantos otros,
han marcado con su evolución una ver-
dadera pauta en la ciencia administrativa.
Núcleo central del problema es la discri-
minación y reparto de la responsabilidad
del agente y de la persona pública, que
entraña también una cuestión de compe-
tencia, hoy resuelta, no por la propia
Administración, sino por un órgano pa-
ritario que es el Tribunal de los Con-
flictos. Refiere el autor su trabajo fun-
damentalmente a dos problemas: el he-
cho personal del agente y la posible acu-
mulación de responsabilidades.

Respecto al primero se refiere al cam-
bio que a finales del siglo pasado supuso
la aparición del término fail (¡¿tachable,
para caracterizar el hecho personal como
hecho separable por cualquier circuns-
tancia de la función. Hoy, este término,
ái no equívoco, se encuentra sí al menos
superado, y al no aparecer una caracte-
rística esencial que lo sustituya, analiza,
a través de las decisiones julisprudencia-
les, los supuestos de infracción penal,
hecho intencional, falta grave no inten-
cional e influencia del orden jerárquico
sobre la responsabilidad del agente.

Con ocasión de un daño al particular,
¿puede haber, a un mismo tiempo, res-
ponsabilidad del funcionario y de la Ad-
ministración? ¿Puede aquél intentar una
<loble acción? A estas cuestiones de la po-
sible acumulación de responsabilidades
es a lo que COUZINET dedica la segunda
parte de su trabajo, señalando cómo
hasta bien entrado este siglo era admiti-
do el principio de la «no acumulación»,
ya que si la esencia del hecho personal
es la separabilidad de la función, aquél
y el acto de servicio se excluían mutua-
mente. Sin embargo, a partir de 1918 se
abandona decididamente la antigua regla,
llegando incluso a señalarse que, come-
tida la falta, totalmente independiente

de un servicio, en el transcurso del mis-
mo, era responsable la Administración
al proporcionar al agente la ocasión de su
falta, y en 1949 la Asamblea plenaria de
lo Contencioso decide en tres casos que,
aun e:i el supuesto de ser cometida la
falta fuera del servicio—automóviles uti.
lizados indebidamente para fines perso-
nales -, cabe la responsabilidad de la
Administración, pues interviene la idea
de que el instrumento de la falta lo ha
proporcionado ella.

Como contrapartida se admite la no
acumulación de reparaciones, pues la
Administración se subroga en los dere-
chos que la víctima ha ejercitado o ejer-
citará respecto al funcionario, admitién-
dose, en 1951, que la persona pública
dirigirá contra el agente una orden de
reembolso que tendrá efectos ejecutivos.
Sin embargo, esta acción sólo podrá ser
utilizada para cubrir las consecuencias
dañosas de la» falras personales. En otro
caso si: podría anular la orden irregular
de reembolso. Se ha conseguido de esta
forma un sistema flexible. Pero es pre-
ciso—termina el profesor «le i ou'ouse—
que «una responsabilidad de la Adminis-
tración, cada día más ampliamente abier-
ta, no entrañe en realidad más que una
verdadera y muy lamentable impunidad
en \OÍ agentes púhlicuM».

SEBASTIÁN M.-RETORTILLO

RIBOLZI : L'azione nel Dirilio proces-
suale amministrativo. Casa p^ditrice
Xuvoletti. Milano, 1955. Pág. .220.

En varias ocasiones, desde las páginas
de esla Revista, nos hemos referido al ex-
celente método con que los italianos es-
tán comenzando a estudinr el proceso
administrativo. Empleando una depura-
da técnica procesal y sin olvidar la pro-
ducción de los adminislralivistas sobre
el tema, se han logrado obras tan com-
pletas como las de BIÍMVE.NLTTI, AUJINI
y tantos otros. Hoy es RIBOLZI, un admi-
nistrativista, el que lanza un nuevo tra-
bajo, que se une a las brillantes aporta-
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«iones de sus antecesores. Y el tema es,
nada menos, que uno de los centrales del
Derecho procesal: la acción

«Parece vecino el día—dice en el pró-
logo—en que se podrá afirmar un Dere-
cho procesal administrativo destacado de
la esfera del Derecho administrativo, hoy
demasiado comprensiva para colocarse al
lado del Derecho procesal civil y del
Derecho procesal penal.» V, a decir ver-
dad, con obras como la de RIDOLZI po-
ilemos decir que estamos en las vísperas
de ese dia. Porque la misma constituye
una auténtica lección—otra más—de có-
mo debe abordarse un lema de Derecho
procesal administrativo. Podrá ofrecer
reparos alguna de las conclusiones a que
llega. Pero en la perspectiva, método y
líneas generales de la obra hay que mos-
mostrar la más absoluta conformidad.

Siete son los capítulos en que la obra
se divide. El primero, de carácter intro-
ductorio, sobre el proceso administrativo
•en general. El segundo, sobre la acción
-en el Derecho procesal civil. EÍ tercero,

sobre la acción en el Derecho procesal
penal. En estos capítulos se ofrece una
acertada visión de conjunto sobre la doc-
trina procesal civil y penal sobre el tema,
premisa indispensable para acercarse a lo
que hasta hoy ha sido un tema tratado
dentro del Derecho administrativo, aun
cuando no falten precedentes entre los
procesalistas y entre los adminislrativis-
las que han dedicado especial atención
al «recurso contencioso-administrativo»
y que no hayan dudado en afirmar que
estamos en presencia de una auténtica
«acción procesal».

Los restantes capítulos (IV, V, VI y
Vil) se dedican a estudiar, en concreto,
la acción en el Derecho procesal admi-
nistrativo, con especial referencia a los
tipos que en el mismo pueden admitirse.

Una lograda monografía, pues, que se
une a los Studi di TUrilto fmbblice que
edita la Universidad de Milán.

J. G. P.
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Revista de Estudios Agrosocioles

LAMO DE ESPINOSA, E. : La expropia-
ción forzosa de fincas rústicas por
causa de interés social, págs. 7 a 65.

Con motivo de una enmienda formu-
lada en la Comisión de las Cortes Espa-
ñolas que estudió el Proyecto de Ley de
•expropiación forzosa, finalnipnte aproba-
do en 16 de diciembre de 1954, se dejó
en vigencia toda la legislación especial
«obre expropiación relacionada con la
colonización agraria. Una especialidad
fundamental de esta legislación (artícu-
lo 7.° de la Ley de 27 de abril de 1946)
«s que en esta» materias no procede re-
curso contencioso-administrativo, sino el
•especial de revisión ante la Sala 5.* del
Tribunal Supremo. El autor, después de
•exponer las razones que abonan a su jui-
cio esta diversidad de jurisdicciones, es-
tudia, con base a una muy copiosa juris-
prudencia, los problemas que cada re-
curso de revisión plantea; un recurso
•que hay que considerar como de natura-
leza especial, no obstante las analogías
<rue presenta con otras vías.

Ante la parquedad de la legislación en
pnnto a la tramitación de este recurso, el
autor entiende que debe aplicarse como
supletoria la Ley de Enjuiciamiento civil,
•concluyendo que la tramitación es aná-
loga «al recnrs» de casación y más espe-
cialmente al recurso de revisión en ma-
teria de arrendamientos rústicos».

Como Bucede con el recurso conten-
cioso, no todas las cuestiones que plan-
tea la expropiación pueden ser objeto
del recurso: agí, no lo es la previa de-

claración de interés social de la expro-
piación. El ámbito de aplicación se con-
trae, por tanto, al justiprecio, el pago
y la toma de posesión. Por estar íntima-
mente ligados a ellos, la Ley admite tam-
bién como motivos del recurso el que-
brantamiento de las formas del expe-
diente y la injusticia notoria por infrac-
ción de preceptos legales. No obstante
lo que se ha dicho, el autor entiende que
la prohibición de recurso contra la de-
claración de interés social no impide
que pueda discutirse si tal declaración
supone una infracción a la excepción
contenida en el artículo 9.« de la Ley
de 1946 («quedan exceptuadas de expro-
piación por causa de interés social las
fincas cultivadas directa y personalmen-
te y las ejemplares»). Lo que ocurre es
que en estos casos el recurso utilizable
sería el contencioso-administrativo y no
el especial de revisión.

En punto a justiprecio, aparte el ex-
haustivo estudio que el aator lleva a
cabo de la jurisprudencia dictada por la
Sala 5.a, que ha venido a establecer los
criterios cardinales en la materia, son
interesantes los dos cuadros anexos al
estudio que contienen un estado demos-
trativo de las valoraciones de fincas ex-
propiadas por interés social recurridas
ante el Tribunal Supremo, demostrati-
vos de la generosidad y realismo con que
las tasaciones administrativas han sido
hechas. El resto del trabajo esta dedica-
do, siempre sobre la base de un comple-
to examen de la jurisprudencia, al estu-
dio del procedimiento de evaluación del
justiprecio, con estudio especifico de los
tres métodos de valoración (valor catas-
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iral, valor en renla y valor de fincas aná-
logas) y de las diversas circunstancias que
influyen en la valoración. En sus consi-
deraciones finales, el autor resume el
nuevo sentido de la reforma agraria, que
ha perdido su antiguo carácter demagó-
gico, para añrmar el técnico, «entendien-
do por técnico no sólo el agronómico,
pues la economía, la sociología y el de-
recho no dejan de estar presentes».

F. GARRIDO

La revue adtninistrative

N'úm. 48; noviembre-diciembre 1955.

UH.U'ENET, Fierre : A propos de l'anni-
versaire de l'Ecole Nationale d'Ad-
ministration, págs. 589-592.

El pasado mes de octubre se lia cum-
plido el décimo aniversario de la funda-
ción de la Escuela de Administración
francesa. El autor de este artículo, actual
director de la Función Pública, pasa re-
vista a la obra realizada por esta insti-
tución, deteniéndose en particular en dos
problemas clave de su funcionamiento :
los de la extensión y método de la selec-
ción de sus alumnos. En cuanto a la ex-
tensión, parece cumplirse en la actuali-
dad con la amplitud social buscada por
los creadores de la Escuela, pero no hay
que desconocer la facilidad con que pue-
den surgir en un momento dado fenóme-
nos de patronazgo. En cuanto al método
selectivo, tropieza con la dificultad de
tener que preparar para funciones dispa-
res sin menoscabo de la unidad de for-
mación administrativa deseada. Hasta la
fecha, y a despecho de muchas críticas
poco escrupulosas, la Escuela viene pres-
tando servicios excelentes que habrán de
mejorar aún más conforme la experien-
cia acumulada aconseje las modificacio-
nes pertinentes, a las que la Escuela, en
evolución continua, no habrá de negarse.

GABOI.DE, Ch. : Histoire de la Formu-
le exécutoire, págs. 615-619.
Comienza el autor recabando para el

Derecho público el estudio de la cláu-

sula de ejecutoriedad, como «relación-
tangible entre el Derecho privado y el
constitucional, a través del cual se vis-
lumbra la unidad de la noción de sobe-
ranía». A partir de esta concepción, y
después de señalar la injusticia que se
comete con ella al darla de lado casi sis-
temáticamente, el autor se detiene en la
evolución histórica de la cláusula, desde
los paréatis del Antiguo Régimen hasta
la actual fórmula : «en nombre del pue-
blo francés...» En lo contencioso-admi-
nistralivo, la cláusula de ejecutoriedad es
un tanto absurda, por cuanto de hedió
el Estado no admite la ejecución inme-
diata de las sentencias ni existen los mis-
mos grados jerárquicos que en la juris-
dicción ordinaria. En esta? condiciones,.
la cláusula se reduce a una súplica a la
Administración para que ponga a eje-.u-
ción la decisión adoptada por el Tribu-
nal; y el autor termina reconociendo que
la cláusula no es sino un resto de la téc-
nica jurídica más arcaica, que sólo pue-
de justificarse si se admite que el for-
malismo, según ha sido dicho en esta
misma Revista, es una protección con-
tra la arbitrariedad.

M. PÉREZ OLEA

Revue de l'administration er du droit"
administrarif de la Belgique

Enero, 1956.

YERSPECHT, J. : Ouelques considérations
sur le tiouveau staint syudical des-
agents de l'Etat, p. 5-13.

Por Decreto de 20 de junio de 1955 se
promulgó el nuevo estatuto sindical de
los funcionarios belgas, derogando el de
11 de julio de 19+9. El presente artículo
comenta, en forma de respuestas a su-
puestas consultas, los puntos más sobre-
salientes del nuevo estatuto. Comienza-
por delimitar el ámbito de aplicación del
mismo, considerablemente ensanchado
con relación al anterior, por cuanto se-
somete al mismo u todos los que prestan
sus servicios a la Administración central*
sin la limitación precedente de un míni-
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mo de cincuenta horas semanales de
servicios al Estado, se incluye a ciertos
funcionarios no aludidos por el estatuto
de 1949, aunque de hedió se hubiesen so-
metido al mismo, y en especial se inclu-
ye a los funcionarios de los «organismos
de interés público» (paraestatales), lo
que para el comentarista ê  lamentable.
Se examinan después los requisitos de la
sindicación, en sus diversos grados je-
rárquicos, y las funciones de las organi-
zaciones sindicales así creadas, siendo la
principal, como es normal, la de inter-
venir acerca de las autoridades en aras
del interés colectivo del personal, o en
el del particular de un funcionario. Se
crea para ello un Comité general de ase-
soramiento sindical, directamente adscri-
to al primer ministro, que reemplaza al
Comité interministerial de atesoramiento
sindical; un Comité de atesoramiento
sindical en cada Ministerio o ente auto-
nomo con más de cien funcionarios, y
un Consejo de Personal en cada servicio
o grupo de servicios con un mínimo de
25 agentes. La composición de estos
órganos da lugar a ciertos reparos, en
especial por lo que atañe al Comité
general, compuesto por 2t vocales nom-
brados a partes iguales por las organiza-
ciones sindicales y por el Primer Minis-
tro, de conformidad con el Ministro de
cuyo Departamento depende cada vocal.
Los miembros nombrados por el Primer
Ministro deben tener, por lo menos, el
grado de Director, y se subraya que este
requisito no constituye precisamente una
garantía de conocimiento de los proble-
mas de personal.

El nuevo Estatuto amplía la competen-
cia de e^tos organismos, que trasciende
de las cuestiones propias del personal
para entrar en el campo de medidas re-
lativas a la organización de los servicios.
El comentarista pone, sin embargo, es-
pecial cuidado en recalcar que no se tra-
ta de hacer copartícipes a las organiza-
ciones sindicales en la política del Go-
bierno, sino simplemente de consultar-
las respecto de las medidas de orden in-
temo que, a la vista de algunas decisio-
nes, sea preciso adoptar (por ejemplo,
supresión o creación de empleos). El fun-
cionamiento de estos órganos se regula
meticulosamente, exigiéndose un quorum

de asistencia del cincuenta por ciento de
sus miembros; pueden elevar consultas
y peticiones al MinUlro las asociaciones
de cada Ministerio representadas en al-
guno de los Consejos y, caso de serles,
denegadas, el Ministro ha de exponer la
causa en el plazo de un mes. Recíproca-
mente, los Ministros tienen la obliga-
ción, en los casos prescritos por el Es-
tatuto, de consultar con los órganos es-
tudiados las decisiones a adoptar, y si
éstos no resuelven en el mismo plazo de.
un mes (diez días en casos urgentes), el
Ministro queda facultado para actuar dis-
crecionalinente. Las elecciones tienen lu-
gar cada cuatro años, y los funcionarios,
que participan activamente en la vida,
sindical pueden solicitar un permiso es-
pecial por todo el tiempo que precisen
para sus funciones, (asistencia a Congre-
sos o reuniones, participación en encues-
tas o trabajos). Si las actividades sindi-
cales absorben todo su tiempo, se les.
reputa en activo, no pierden la titulari-
dad de su cargo y pueden ascender si
reúnen las demás condiciones exigidas,
para ello.

M. PÉREZ OLEA

Revista trimestrole di técnica organizativo
nelle publiche amministrazicni

»ño I, 1954, núm. 4, oct.-dic.

ORCORTE, Angelo : Impicgo di indict
di coordinamento e di complicazione-
nello studio dello snellimento dalla
procedure amministrative, págs. ¿61
a 371.

El autor aborda el agudo problema de
encontrar los medios para una mayor sim-
plicidad y rapidez en los procedimientos
y actividades en general administrativos.
Maneja conceptos de cuño económico
(productividad) y relaciona con fórmulas
matemáticas los factores del problema»
(tiempo, complejidad funcional...).

Al estudiar los cuadros funcionales, el
entramado de los órganos administrati-
vos, distingue las conexiones de simple
información de las de dependencia o dis-
positivas, y analiza todos los esquemas,
posibles de dichas conexiones. «La ma-
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yor o menor racionalidad o claridad de
un cuadro funcional depende esencial-
mente de la precisa delimitación de las
competencias de los órganos singulares,
de la determinación exacta de las co-
nexiones de dependencia o informativas,
y del modo como queden instituidos y
determinados los trámites a través de los
cuales estas conexiones deben desenvol-
verse». Hacer seguir a las informativas
el mismo trámite que a las dispositivas
supone una notable e innecesaria com-
plicación; de aquí la importancia <]e dis-
tinguirlas.

Con un sencillo cálculo, el autor fijo
lo que él llama índices de grado de co-
nexidad y de grado de complejidad or-
ganizativa, en un cuadro funcional cual-
quiera. El primero expresa, para un ór-
gano determinado, el número de trámi-
tes seguidos por el expediente o asunto
hasta llegar a él. El segundo resulta de
relacionar el anterior con un coeficiente
expresivo de la frecuencia con que se
produce la actuación del órgano deter-
minado. La mejor solución organizativa
es la que hace mínimo el valor absoluto
del índice de complejidad organizativa.
Este bagaje técnico, aplicado a una situa-
ción concreta, aclara extraordinariamente
el problema de las medidas a adoptar pa-
ra conseguir la mayor agilidad y simpli-
cidad de los procedimientos. Con su rec-
to entendimiento y aplicación, se obtie-
ne el resultado apetecido de un coefi-
ciente mínimo de «pesadumbre» (pessan-
tezza) organizativa en Un cuadro funcio-
nal determinado.

Se exponen a continuación unas rela-
ciones matemáticas entre los anteriores
índices y los tiempos empleados en cada
trámite. Ellas aclaran los factores de ren.
dimiento y aceleración de las activida-
des administrativas, cuya puesta en jue-
go permite reducir los tiempos perdidos
o eliminar la intervención de órganos in-
necesarios.

Termina diciendo que el valor atribuí-
ble a los precedentes índices y factores
no puede ser absoluto, sino indicatiro;
con la importancia de que ellos descu-
bren aspectos muy descuidados de la ac-
tividad administrativa y proporcionan
medios de medir los elementos que in-
ciden sensiblemente Bobre los costes de

producción, rapidez y oportunidad de la
ejecución del trabajo administrativo:

VANNUCCINI, Enrico : Sistemazione de-
gli uffici e fattore humane, pági-
nas 371 a 377.

Este artículo encierra interesantes ob-
servaciones para los arquitectos de edi-
ficios públicos y distribuidoras de sus
oficinas. Se estudia el mobiliario y equi.
po de las mismas, el empleo de los so-
lares más adecuados, la decoración, la
iluminación natural y artificial, el acon-
dicionamiento térmico, el aislamiento de
ruidos y rumores desagradables, etc. En
cada uno de estos puntos, el autor des-
ciende a consideraciones en extremo in-
teresantes, cuales son el efecto psicoló-
gico de los distintos colores, la forma
más conveniente para escritorios y má-
quinas de escribir, etc. Todo ello, bus-
cando la mayor comodidad del funcio-
nario que ha de repercutir notablemen-
te en su rendimiento. Termina con estas
palabras: «Hay que recordar que la ma-
yor parte de la jornada del funcionario
transcurre en su oficina. Hacer acogedoi
su puesto de trabajo quiere decir aumen.
lar la productividad, satisfaciendo al mis-
mo tiempo las justas exigencias de la per-
sonalidad del individuo.»

TARADEI., Alessandro : Bcclutamento
e selezione per le carriere direítive,
págs. 377 a 386.

Hay muchas y varia9 razones para cui-
dar celosamente los sistemas de recluta-
miento y selección de funcionarios para
las carreras directivas. La actual coyun-
tura ofrece una imperiosa : la necesidad
de disponer de cuadros verdaderamente
capacitados para realizar con eficacia una
completa reforma de la Administración.

Los dos grandes fallos, a juicio del au-
tor, en el sistema actual, son : el defecto
de organización general, de planifica-
ción, y la inadecuación y el atraso de
las pruebas de examen. El autor propo-
ne como remedio de este último la apli-
cación del sistema de test. Ofrece esta
definición del test: «una prueba o se-
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ric de ellas a las cuales se somete un
individuo o grupo de individuos, con
el propósito de determinar cuál sea su
grado de capacidad frente a otros indi-
viduos o grupos, respecto a unos stan-
dards precisamente establecidos sobre la
base de los resultados obtenidos operan-
do sobre un grupo de otros individuos».
Son infinitos los tipos posibles de tests.
El apropiado para los aspirantes a ingre-
so en la carrera directiva no será uno
específico para medir la inteligencia har-
to probada en graduados universitarios,
sino aquel que indague preferentemente
sobre las cualidades intelectuales del
candidato en cuanto al uso de la escritu-
ra como vehículo expresivo y a su capa-
cidad para servirse del razonamiento
abstracto. Sólo los que en este test ma-
nifiesten hallarse al nivel standard pre-
determinado podrán pasar a la prueba
escrita encaminada a comprobar su pre-
paración cultural en el campo especifico
de las materias atinentes a la Adminis-
tración pública. La prueba oral, a la que
sólo tendrán acceso los que hayan supe-
rado la anterior, tendrá eminente carác-
ter de entrevista para descubrir en qué
sector de la función pública puede ser
mejor empleada la capacidad del texa-
minado.

La introducción de los tesis presupone
una radical reorganización del sistema
actual en busca de una decidida centra-
lización de todos los servicios relativos
a selección y reclutamiento de funciona-
rios para las carreras directivas (o sea,
algo semejante al over all control que
funciona en los Estados Unidos).

La actual falta de control eficiente y
una organización centralizada en esta ma-
teria se manifiesta en el amparamiento
por las industrias privadas de los mejo-
res elementos. En la fuerte concurren-
cia para la oferta de empleo a las élites
de los graduados, el Estado desaprove-
cha lastimosamente sus posibilidades >
el resultado es que a él llegan sólo los
que quedan fuera de las organizaciones
privadas. Los resultados de esta situación
no son desastrosos en el bajo nivel de
ocupación que existe entre los intelectua-
les, el cual permite que lleguen buenos
elementos a los concursos para la función
pública. A pesar de lo cual las condicio-

nes actuales son fuertemente desventajo-
sas para la Administración y, consiguien-
temente, para los intereses generales.

La selección debería hacerse de forma
que pudiesen participar todos los poten-
cialmente idóneos, o sea sin exigir a los
aspirantes una preparación especial y fa-
tigosa, que se añade a la que lian acre-
ditado en sus exámenes de la Universi-
dad. Después de éstos, la selección tiene
por objeto admitir a los mejores entre los
mejores. La colocación de los admitidos
puede llegar en época posterior a la de
la selección cuando las varias Administra-
ciones tengan necesidad de personal para
funciones directivas si en ese intervalo
los admitidos no han perdido su idonei-
dad. El autor nos habla luego de un sis-
tema de selección que funciona con éxi-
to en los Estados Unidos, y es la realiza-
ción práctica de la teoría propugnada por
él. Se trata del Júnior Management As-
sistant Program (JMA Program). Con-
siste en lo siguiente: antes del final del
último año de la carrera, los estudian-
tes son sometidos a una prueba a la cual
pueden concurrir todos los que hayan te-
nido buena calificación en materia de Ad-
ministración, basada exclusivamente en
tesis de capacidad de expresión de razo-
namiento abstracto y cuantitativo. Los
que la superan pasan a otra escrita en la
que han de desarrollar unos temas con
posibilidad de elegir entre materias po-
lítico-económicas y administrativas y or-
ganizativas. Los vencedores pasan a la
prueba oral del coloquio o inlervieiv. Los
declarados idóneos (cerca del 5 por 100
de los participantes) quedan inscritos en
un Registro, al cual acuden todas las en-
tidades gubernativas para cubrir sns va-
cantes de puestos directivos. Hay que
hacer notar que no es el JMA Program
el único medio de ingrefar en las carre-
ras directivas : existen también oposicio-
nes y concursos para ello.

Termina proponiendo la aplicación del
sistema americano, con la cual y la reali-
zación de la reforma administrativa en
curso, espera en breve plazo una Admi-
nistración pública satisfactoria. Este sis-
tema de selección supondría la abolición
de los actuales concursos (oposiciones)
convocados por las distintas Administra-
ciones sin control estatal, ya que a todas
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se impondría la obligación de cubrir sus
vacantes de pueslos directivos con los de-
clarados idóneos en la selección nacio-
nal. Las otras pruebas de selección de-
berían ser permitidas sólo excepcional-
mente, en caso de insuficiencia del siste-
ma expuesto. Naturalmente, la llamada
«selección nacional» habría de centrarse
sobre las Facultades de estudios jurídicos
político-sociales, administrativos y eco-
nómico-comerciales.

Los hechos y las ideas.

En este apartado, y bajo el título La
Administración estatal rusa (sesión de
25 de abril de 1954 del Soviet de las Na-
cionalidades) (págs. 431 a 432), publica
la revista unas interesantes declaracio-
nes del Primer Secretario del Partido,
Krusuoo: «Para progresar con éxito es
necesario mejorar continuamente el tra-
bajo del aparato estatal. El aparato esta-
tal soviético ha obtenido indudablemen-
te grandes éxitos en la resolución de los
problemas de la construcción económica
y cultural. Pero, frente a tales éxitos, no
pueden ocultarse graves deficiencias. He-
mos creado la corruptela de que el cen-
tro de gravedad del trabajo de muchos
órganos no consiste en la labor organi-
zativa, sino en la acumulación de enor-
me cantidad de direcciones, jerarquías,
informadores, asambleas y conferencias
que distraen a la gente del trabajo real.

GONZÁLEZ GALLARZA

Die Offentliche Werwaltung

Febrero 1955.
FORSTHOFF, Ernst : Die Kostenlast bei

der Wiederherstellung kriigszerslór-
ter Kreuzungsanlagen von Schisne
und Strasse (El coste de reconstruc-
ción de cruces de ferrocarril y ca-
rretera).

El artículo trata de un problema ac-
tual en Alemania, ya quo la reconstruc-
ción de los numerosísimos cruces de fe-
rrocarril y carretera destruidos por la
guerra da lugar a muchos litigios.

El autor basa su estudio en el Reieh-
sgesetz (ley del Reich) del 4 de agosto de
1939 sobre esta materia y las sentencia»
del Tribunal Supremo de Administración
de Prusia.

Para estudiar en qué medida la Ley de
cruces del 4 de agosto de 1939 ha elimina-
do el derecho anterior, el autor se refiere
al fin y al contenido de la Ley. El fin
de la Ley es «tomar medidas severas»
para eliminar obstáculos de cruces (pa-
sos a nivel, etc.); en este sentido la Ley
reglamenta las nuevas construcciones y
modifica las obras de cruce ya existentes.

En el primer caso, la Empresa cons-
tructora (explotadora) ha de cargar con-
todos los gastos, y en el segundo, cada-
participante del tráfico (Ferrocaril y
Obras Públicas de Carreteras) pagarán
por mitad.

El autor sostiene que esta Ley regula
sólo una parte de la materia, es decir,
la construcción y modificación; por lo
demás, las leyes de las distintas provin-
cias o países (Landcr) siguen en vigor.

La construcción está considerada por
la Ley como un proceso realizado una
sola vez, mientras que el deber de
entretenimiento es permanente, inclu-
yendo (integrando) la j>ermanente res-
ponsabilidad por el estado del objeto.
Por lo tanto, la reconstrucción se adapta
más al entretenimiento (conservación)
como deber permanente que a la cons-
trucción. Esta misma opinión la sostiene
también el Tribunal de Administración
bávaro con la sentencia del 31 de agosto
de 1951, en la quo se dice «que el deber
del entretenimiento (basado en la Ley)
incluye la obligación de reconstruir el
puente destruido por la guerra; por lo
tanto, los gastos de la reconstrucción, se-
gún el artículo 8.° de la Ley de cruces,
deben cargar con los gastos de entreteni-
miento». Resumiendo: cada parte (Em-
presa) ha de reparar su vía de comunica-
ción.

Puesto que la Ley respeta como regla-
mentos acuerdos entre las partes en cues-
tión, se ha mantenido para todas las
obras de construcción de cruces cons-
truidas antes de la entrada en vigor de
la Ley la situación jurídica anterior, de
manera que, respecto a las instalaciones
de ferrocarril, sirve de norma el Derecho
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de Ferrocarril, y respecto a las carrete-
ras y puentes, el Derecho de Carreteras.
En todo caso, corresponde el deber de
reconstrucción al encargado del entrete-
nimiento.

El autor concluye el articulo refutan-
do las teorías de Grewe y Marscliall, que
llegan a un resultado diferente.

S. MORO

Deursches Verwaitungsblatt

Febrero 1955.

WERXER : Die Grcnsen cines rich.te.r-
gesetzes.

En el Estado democrático, que admite
la existencia de órdenes preestalales, no
puede el legislador regular sobre la esen-
cia de las profesiones. Por tanto, una
Ley judicial—que ha de ser dictada por
mandato constitucional—ha de ser una
ley periférica, que no puede resolver los
problemas fundamentales de la Magis-
tratura.

Mientras se piense que el Juez debe
ser técnico en Derecho, cosa natural en
Occidente, su historia dependerá de la
relación entre juristas y Estado. En el
momento actual, ésta no es muy cordial.
El positivismo, resultado de una alianza
entre juristas y poderosos, está desacre-
ditado, y en nuestros días asistimos a
una nueva manifestación de eterno retor-
no del Derecho natural, no limitado ya
a las cátedras, sino abarcando todo el
frente jurídico.

La inseguridad de las relaciones entre
el Estado y los juristas se refleja en la
desconfianza y recelo con que se tratan
los tres. Poderes del mismo. Por su par-
te, ciertos ciudadanos ven en la Magis-
tratura una defensa contra el arbitrismo
parlamentario, y otros, una manifesta-
ción más de la burocracia prepotente e
inútil.

De todo ello, ¿no se deduce que los
problemas afectantes a la profesión judi-
cial no están maduros para su regulación
legal?

S. MORO SERRANO

Neue Juristische Wochenschrift

Junio 1955.

GANSCHEZIAN - FINCK, Dr. : Abbruch
und ausschlachtung von ruinen, pá-
ginas 934-938.

Después de la segunda guerra mun-
dial, Alemania tuvo que enfrentarse se-
riamente con el problema de su recons-
trucción, ya que la mayoría de las ciu-
dades habían quedado en ruinas. La es-
casez de materiales de construcción obli-
gó al pueblo alemán a utilizar los ma-
teriales que no habían quedado destro-
zados en la contienda.

Muchos edificios ruinosos que consti-
tuían un peligro para la seguridad co-
lectiva han sido cebados abajo con el fin
de evitar que se produjeran desgracias
personales. La policía administrativa ei
la autoridad competente en este campo,
y las medidas que adopte no han de ir
encaminadas a lesionar las facultades de
los propietarios de fincas ruinosas, sino
a la consecución de la máxima seguridad
pública. Los materiales susceptibles de
aprovechamiento lian venido a ser como
la justa compensación debida a los pro-
pietarios por los daños sufridos durante
la guerra. Los Tribunales se ocupan en
determinar la indemnización que se les
debe por la utilización de sus materiales.
El usuario de los mismos incurre no sólo
en el deber de pagar su precio, sino que
al mismo tiempo se hace responsable de
los daños que su propietario experimente
con motivo de la utilización de esos ma-
teriales según el art. 839 del B. G. B.
Los daños a los que se refiere este artícu-
lo son los que padece el propietario al
no poder arrendar los pisos de su finca.
No se puede causar ningún daño al pro-
pietario y, por tanto, no se derivará nin-
gún deber de indemnizar cuando el de-
rribo alcance sólo a materiales que eco-
nómica o jurídicamente carezcan de todo
valor.

El propietario de las ruinas es el que
lia de probar el supuesto de hecho en el
que se apoya la petición de indemniza-
ción elevada al Ayuntamiento. Para ello
sólo cuenta con algunos testigos, familia-
res o vecinos, cuyos asertos sobre hechos
ocurridos hace diez años gozan de un va-
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lor muy relativo. Por otro lado, los
Ayuntamientos poseen actas en las cua-
les consta una exposición detallada de
los hechos con sus circunstancias que
permiten al propietario una mejor defen-
sa de sus intereses.

ANTONIO MORO

Revista do servico publico

Río de Janeiro. Vol. 67, núm. 1. Abril.
1955.

JUÁREZ TAVORA, general : Racionaliza-
ndo administrativa do Brasil, pagi-
nas 5-17.

El autor establece un ambicioso pro-
yecto de racionalización administrativa
del Brasil, estudiando los presupuestos
básicos de la reforma, entre los que figu-
ran, en el plano de la organización ge-
neral del país, una colaboración más in-
tensa entre los Poderes legislativo, eje-
cutivo y judicial, la reorganización terri-
torial y funcional de las esferas federal
y local, y la reestructuración de la Pre-
sidencia de la República, que en la ac-
tualidad es un organismo excesivamente
poderoso y absorbente, gracias, en parte,
a la creación de órganos directamente
vinculados a aquélla, a pesar de la im-
portancia y trascendencia de sus fines.
De aquí se sigue la necesidad de una com-
pleta revisión de los Ministerios y la ins-
tauración de una política de personal de
la función pública más acertada que la
que se ha seguido hasta el presente.

Vol. núm. 2. Mayo 1955.

SILVA, Bencdito : A moderna adminis-
trafao de pessoal, págs. 216-240.

En este artículo se comprende, junto
con una introducción del profesor SILVA.
una «Memoria» presentada en el primer
Seminario sobre personal de la Adminis-
tración pública celebrado en Nueva York
en 1950-51, bajo los auspicios de las Na-
ciones Unidas. Esta Memoria compren-
día ochenta y nna conclusiones, reparti-
das en diez apartados dedicados, respec-

tivamente, a la organización y funcio-
nes de los servicios del personal; posi
ción jerárquica y salarios; selección y ad-
misión de funcionarios; métodos de con-
trol y valoración de los funcionarios;
disciplina; retiro; ascenso; destinos; sis-
temas de training; estabilidad de los car-
gos; asistencia y seguridad del funcio-
nario ante la enfermedad; jornada de tra-
bajo, y vacaciones y ausencias retri-
buidas.

De este enunciado se desprende la am.
plitud de los problemas abordados por
los redactores de la Memoria, así como
la imposibilidad en esta reseña de dar
cumplida cuenta de las soluciones apun-
tadas, todas ellas de gran interés y mu-
chas dignas por su novedad de un más
detenido estudio.

Vol. 67, núm. c. Junio 1955.

CAMPOS, Wagncr Estelita : RacionaH-
zafao administrativa do Brasil, pá-
ginas 386-417.

El autor pasa revista a los diferentes
proyectos efectuados para la racionaliza-
ción administrativa del Brasil, y estable-
ce los puntos de contacto y las diferen-
cias entre ellos, llamando la atención
sobre el valor sintomático de algunos
problemas vigentes cuya solución es im-
prescindible, como, por ejemplo, las des-
igualdades de remuneración entre los
funcionarios del Municipio de Río de Ja-
neiro y los del Gobierno federal. Termi-
na afirmando la preeminencia de los
valores morales sobre los materiales, lo
que en estas cuestiones suele olvidarse
demasiado.

M. PÉREZ OLEA

The Annols of the American Academy
of Polirical and Social Science

Septiembre 1956.

Está dedicado el número de septiembre
de The Annals al Office of the American
Presidency porque—explica SIDNEY HY-
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NAN en el prólogo—se ha juzgado opor-
tuno, en momento en que la nación se
prepara para la futura elección y vive
pendiente de la figura de los candidatos
y de sus promesas electorales, dedicar
alguna atención al problema mus prosai-
co, pero no menos importante de qué es
realmente la Presidencia americana.

¿Qué lugar ocupa la Presidencia en la
vida de América y del mundo? ¿Qué se
espera de ella? ¿Tiene unos poderes y
una estructura realmente adecuados a su
misión?, y, en caso contrario, ¿qué mo-
dificaciones deben efectuarse? Estas han
sido las cuestiones planteadas. Cada una
interfiere con las restantes y es suscepti-
ble de muy diversas consideraciones. Los
trabajos con que se las responde (catorce
en total) están agrupados bajo los si-
guientes epígrafes: Los Presidentes y la
Presidencia, La actividad ejecutiva, La
actividad legislativa, Relaciones con los
poderes legislativo y judicial, El Presi-
dente en tas relaciones exteriores y Los
excesos de la Presidencia, y constituyen
una aportación de indudable interés no
sólo para los Estados Unidos, sino para
el resto del mundo, si consideramos el
papel que este país representa en la po-
lítica internacional, y el hecho indudable
de que la historia política de cualquier
Estado en los últimos tiempos tiene, pre-
cisamente, como tema central, la lucha
por la constitución de un Poder Ejecu-
tivo a la vez fuerte y responsable.

W. KOENIO, Louis : EL hombre y la
institución. Págs. 10 a 15.

El profesor Kot.vic, de la Universidad
de Nueva York, nos da en este breve
trabajo, incluido en el epígrafe Los Pre-
sidentes y la Presidencia, una visión pa-
norámica, apretada y clarísima, de ¿as
relaciones entre el titular y el cargo, sus
problemas y las posibles soluciones.

Si en cualquier órgano ejecutivo hay
siempre dos términos a considerar, el
funcional y el humano, se encuentra este
útlimo notablemente acentuado en el
ca.=o de la Presidencia americana. La mí-
nima estructuración institucional permi-
te al Presidente una libertad de acción

inconmensurablemente mayor que la del
primer Ministro francés o el Premier
británico, lo cual presenta, junto a in-
dudables ventajas, no pequeños incon-
venientes. A cambio, por ejemplo, de la
libertad con que, respecto a su gabinete,
el Presidente actúa, le faltan en absoluto
recursos para lograr en la Cámara el apo-
yo de su partido y está sujeto a derrotas
inconcebibles en otros países.

Las relaciones entre el Presidente y el
mínimamente reculado cargo no eítán
por ello exentas de problemas. En rea-
lidad constituyen un problema perma-
nente que ya preocupó a los Foundings
Fathers, quienes, obsesionados por el
«Gobierno personal» de Jorge III, cua-
jado de desatinos, extravagancias y co-
rruptelas, ensayaron varios métodos y
optaron, finalmente, por el actual, en la
esperanza de que el colegio electoral
efectuaría una selección de los candida-
tos más idóneos y con el pensamiento
de que un Poder legislativo igualmente
fuerte frenase los posibles extravíos de
la Presidencia.

Tras ciento sesenta y siete años de ex-
periencia, el problema sigue en pie, y
aunque el historial de la Presidencia
tiene nombres del relieve de WASHING-
TON, JACKSON, LINCOLN, WII.SON y los
RooSKVtLT, presenta también casos desas-
trosos, como los de COOUDCE O DUCHA-
-NA.N.

Como ha dicho CORWIN, lo que la Pre-
sidencia en un determinado momento
sea depende en gran parte de quien sea
el Presidente.

El Presidente es la indiscutible prime-
ra figura del país; todo cuanto haga o
diga es materia segura para la primera
plana, y esta posición de preeminencia
debe justificarse con una actividad que
esté realmente a su altura. Diversos me-
dios se le ofrecen al Presidente para la
realización de esta actividad. Es, en pri-
mer lugar, la facultad de proponer leyes,
o, aún mejor que facultad, obligación,
cuya inobservancia fue criticada a EISEIX-
HOWEK en la primera época de su Admi-
nistración. Pero no es sólo esto : el Pre-
sidente tiene a sus órdenes iiimensos re-
cursos financieros y la actividad de mi-
llones de funcionarios civiles y militares
que él debe utilizar según sus preferen-
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cias políticas y sus especiales talentos,
y aun esto tampoco agota el campo de
acción del Presidente, que tiene también
la función de concertar los encontrados
intereses de distintos sectores del país,
de lo cual muchos [Presidentes (WASH-
INXTOP.% MUC KlNLEY, F . D . RoOSEYELT,
entre otros) han sacado medios para afir-
mar su posición o la de su partido, o
puede erigirse en censor moral y social
<lel país, como hicieron Teodoro ROOSE-
VELT y su pariente y sucesor, F. D. R.,
que llegó a definir la Presidencia como
un «puesto de liderazgo moral», y cuyo
New Deal como una cruzada moral debe
entenderse.

Las crisis económicas y bélicas han
incrementado en nuestro siglo el papel
personal del Presidente, cuya figura se
ha hecho familiar en los hogares merced
a los medios técnicos. Teodoro Roose-
VELT en la radio y EISENHOVER en la tele-
visión han realizado una labor de la que
obtuvieron inestimable fuerza política, y
unido esto a la competencia propagan-
dística con la U. R. S. S., a la «diploma-
cia personal» e incluso a la lucha por el
apoyo de la opinión frente a los grandes
oligarcas en la esfera interna (recuérde-
se, por ejemplo, la lucha entre TRUMAN.
el dirigente sindical John L. LEWIS y
los directivos de la Unión de Ferrocarri-
les A. F. WITNEY y Alvanley JOHNSTON)
hacen que la figura humana del Presi-
dente se agigante más y más.

De los treinta y trea hombres que han
ocupado la Presidencia, algunos han sido
grandes políticos; unos cuantos han sido
calificados de Presidentes «fuertes», y,
aunque no ha sabido ningún dictador ni
ningún déspota, sí ha tenido que sufrir
la nación presidentes indolentes o ciegos
a la realidad. Actualmente, junto con el
aumento de importancia del factor per-
sonal, parece que amenaza una vuelta a
la mediocridad. Una sonrisa agradable
y un tono de voz melifluo pueden obrar
maravillas para el candidato, que dispo-
ne de la televisión para acercarse a unas
masas que, en las incertidumhres de núes
tra era atómica, buscan al «padre» y están
prontas a juzgar por apariencias, pres-
cindiendo de la auténtica realidad.

Frente a esta amenaza de mediocridad
no cabe otro medio que la institución.

Institución es un término amplísimo en
el que cabe todo. Poderes legales, recur-
sos financieros, organización burocrática,
costumbres, protocolo y precedentes com-
ponen un todo a través del cual se hace
efectiva la responsabilidad del Presi-
dente.

Pero la institución no tiene sólo esla
función responsabilizados; es también
un arma, un medio de ayuda. Los prece-
dentes sentados por los presidentes «fuer-
tes» obran en favor de sus sucesores me-
nos dotados, e incluso la misma gigan-
tesca responsabilidad tiene un efecto
multiplicador del que LkVCOLN y POLK
son casos ejemplares.

La institución, la Presidencia, no es,
desde luego, un órgano estático hasta el
punto de que podemos hoy, a partir de
T. ROOSEVELT sobre todo, hablar con en-
tera propiedad de la «moderna Presiden-
cia»; su estructura se ha perfeccionado,
muy especialmente, con la creación de la
plana mayor de la Presidencia, iniciada
en 1921 con la Oficina del Presupuesto,
enormemente ampliada bajo la Adminis-
tración de F. D. ROOSEVELT y que, des-
pués de la segunda guerra mundial, se
ha visto incrementada con un gran nú-
mero de organismos, tales como el Con-
sejo de Seguridad Nacional, el Consejo
de Asesores económicos, la Oficina para
la Movilización de la Defensa, etc. Ade-
más, las Administraciones de TRUMAN y
EISENHOVER han ofrecido un renacer del
Gabinete.

Junto a la Plana Mayor y completando
la nueva estructura de la Presidencia, ha
establecido la costumbre una obligación
de dirigir al Congreso, en ocasiones de-
terminadas (Mensaje del Presupuesto,
Informe económico y Mensajes especia-
les), propuestas legislativas y programas
políticos que harían hoy imposible la
inactividad de un Calvin COOLIDGE.

La Plana Mayor no está, en absoluto,
libre de defectos. Puede errar, desfalle-
cer o caer en la rutina; debe estudiarse
y mejorarse constantemente, y, para ello,
es necesario prestar a sus tareas la misma
atención, por lo menos, que a las de la
Presidencia se concede.

F. RUBIO LLÓRENTE
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Public administraron

Vol. XXXIII. Invierno, 1955, páginas
359-472.

ROBINSON, Kenncth : Selection and the
social background of the Administra-
Uve class, p. 383-388.

El autor comenta los resultados a que
ha llegado el profesor KELSALL en un es-
tudio sobre el origen social de los miem-
bros de la Administrative Class—el grado
más elevado de la Administración ingle-
sa1—. Rechaza, en primer término, la
aseveración de este último, conforme a
la cual «es estar ciego el no darse cuenta
de que los nombramientos son hechos
por altos funcionarios que, consciente-
mente o no, tienden a favorecer a los que
provienen de su propio estamento». Pa-
rece ser, en efecto, que, a juicio de este
autor, el Civil Service se halla más o me-
nos dividido en castas, división que se
mantiene artificiosamente mediante una
auténtica discriminación social que tie-
ne lugar durante la selección de los fun-
cionarios : en particular subraya el trato
ventajoso que reciben en las pruebas de
-admisión los universitarios de Oxford y
Cambridge, lo que, por otra parte, cons-
tituye un lugar común en las críticas al
sistema de selección del Civil Service. A
su vez, el profesor ROUINSON (de la Uni-
versidad de Oxford) rechaza estas acu-
saciones, y a la pregunta formulada por
>un tercero («prosigue la preponderancia
de Oxford y Cambridge en la Adminis-
Irative Ciass. ¿No será esto debido a que
la mayoría de los njiembros del Tribunal
proceden de estas Universidades?»), res-
ponde : «Las críticas contra la superio-
ridad de Oxrford y Cambridge en el Civil
Service prosiguen. ¿No será debido a
que la mayoría de los críticos son, como
lo han venido siendo, personas ligadas
profesionalmente con alguna otra Univer-
sidad?»

En cualquier caso, tanto el articulo de

ROBINSON como el trabajo que lo moti-
va, demuestran un interés social por la
constitución de la Administración y la
honestidad de sus componentes envidia-
ble y digno.de ser imitado.

WADE.'H. W. R. : Are Public Inqui-
ries a Farce?, págs. 389-394 .

Se pregunta el autor la trascendencia
práctica de las encuestas realizadas ha-
bitualniente antes de la implantación de
un servicio público o de la reforma del
mismo. La orden ministerial por la que
se crea o se modifica éste no puede ser
promulgada hasta que se haya celebrado
la encuesta correspondiente entre las
personas afectadas. Contra la irrelevan-
eia de tales encuestas se alzaba ya Lord
HEWART en su famoso The New Despo-
tism, y el autor parece confirmar la vi-
gencia de esta crítica. El Ministro com-
petente es aqui juez y parte, pero ade-
más un juez ausente, representado por
un delegado que le eleva una Memoria
al final de la encuesta, y que puede ha-
cer caso omiso—y la maledicencia popu-
lar afirma que es lo corriente—de todo
lo dicho en el curso de la misma. La
encuesta pierde así todo lo que podía
tener de proceso terminado por una de-
cisión objetiva, para convertirse en un
vulgar acto administrativo adoptado dis-
crecionalmente por una parte interesada.

Para salvar este inconveniente, el au-
tor propone, siguiendo las recomenda-
ciones del Minister's Powers Committee,
la publicidad de las encuestas, siguiendo
el sistema establecido en Norteamérica
por la Federal Administralive Procedure
Act de 1946, que, a su juicio, puede lle-
gar a crear dentro de la Administración
estadounidense un cuerpo judicial aná-
logo al Consejo de Estado francés.

M. PÉREZ OLEA
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PUBLICACIONES DEL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS

COLECCIÓN «ESTUDIOS DE ADMINISTRACIÓN»

[. FERNANDO GARRIDO FAI,LA : Las transformaciones del régimen admi-
nistrativo. Madrid, 1956.

«La lectura de este volumen nos induce a considerar cómo el continuo progreso de
la doctrina jurídica y las continuas y nuevas necesidades a que atiende el Derecho ad-
ministrativo imponen una indeclinable obligación a los estudios de adecuar constante-
mente aquel Derecho para que pueda siempre cumplir mejor su importante función
en la vida de los ciudadanos y de la Administración pública.»

(G. CATALDI, en «Rivista Trimestrale di Diritto Publico», 1955,
fascículo 2-3.)

«... le calificamos de oportuno y técnico, demostrando el autor conocimientos am-
plios, inquietud por los problemas extranjeros y utilización de los conceptos a que nos
tiene acostumbrados la doctrina italiana y francesa.»

(GARCÍA-TRKVUANO, en «Rev. de Admón. Públida», núm. 13,
1954, pág. 277.)

II. JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ: La sentencia administrativa. Su impugna-
ción y efectos. Madrid, 1954, págs. XI y 354.

«El autor ha realizado en este libro un estudio serio que, a su vez, constituye un
esfuerzo valioso en la consideración —con empleo de una técnica predominantemente
procesalista— de importantes problemas que plantea el proceso administrativo.

(BARBÉ, en «Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Socia-
les». Montevideo, VI, núm. 4, pág. 907.)

«El libro constituye un verdadero modelo de cómo enfrentarse, valga la frase, con
los Derechos procesales desde el Derecho procesal.»

(ALONSO OLKA, en «Cuadernos de Política Social», núm. 23, pá-
gina 170).

«Un admirable estudio de conjunto en el que la investigación alianza a todos los
rincones y agota las posibilidades de lugares inexplorados.»

(CABELLO, «Revista Crítica de Derecho Inmobiliario», núme-
ros 32+ y 325, pág. 384).

III. FERNAÍSDO SÁINZ DE BUJANDA : Hacienda y Derecho. Introducción
al Derecho Financiero de nuestro tiempo. Madrid, 1955, 505
páginas.



«El volumen tiene el más grande interés para los estudiosos de Hacienda Pública
de todos los países del mundo, en sus aspectos jurídico, económico y político, tanto por
la modernidad de los puntos de vista y de los principios de que arranca, como por la
marcada originalidad del método de trabajo.

El Profesor SÁINZ DE BUJANDA, ha establecido sólido? cimientos para construir el edi-
ficio científico del Derecho Financiero. Por sus ideas, por la originalidad del esquema,
por el material que contiene, el volumnen producirá la meditación de todos los estu-
diosos.»

(Prof. CESARE COSCIA.M, Catedrático de Hacienda Pública en la
Universidad de Florencia, cu Rivista «Moneta e Crédito», Roma.)

«Los atormentados problemas del Derecho Financiero se examinan en esta intere-
sante obra del Prof. SÁINZ DE BUJANDA, con amplitud de doctrina, con riqueza de infor-
mación, con perfecto conocimiento de la legislación financiera internacional y particu-
larmente de la literatura financiera italiana, francesa y alemana.»

(Prof. LELI.O GANCEMI. Catedrático de Hacienda Pública en la
Universidad de Ñapóles, en Rivisla «Studi Eronomici», -N'apoli,
julio-agosto 1955, pág. 357.)

«Quien consulte este volumen recibirá información sobre todas las instituciones
antiguas y modernas, especialmente de las ibéricas, aparte de referencias precisas de
autores y de instituciones de todos los países que se tratan en esta obtfi.»

(Prof. BENVENUTO GRIZIOTT, Catedrático de Hacienda Pública de
la Universidad de Pavía, en «Rivista di Diritto Finanziario e
Scienza delle Finanzes», 199, septiembre, pág. 297.)

«El capítulo VI, titulado «Organización política y Derecho Financiero», en el que se
estudia el origen y la evolución del principio de legalidad, en el cuadro de los prin-
cipales tipos de organización política, constituye, tanto desde el punto do vista de la
calidad, como de la cantidad, la pieza maestra de este libro.»

(Prof. J. G. MERICOT, Catedrático de Hacienda Pública en la
Universidad de Burdeos, en «Revue de Science et Legislation
Financiere». París, octubre-diciembre 1955, pág. 858.)

IV. EDUARDO GARCÍA DE ENTERRÍA : Dos estudios sobre la usucapión en
Derecho Administrativo, 203 págs. Madrid, 1955.

«Este libro puede señalarse como una prueba concluyeme de la excelencia del mé-
todo histórico y servir de ejemplo para su utilización... se hace un estudio tan detenido
y cuidado de la prescripción inmemorial que, sin vacilaciones, puede recomendarse
como lo mejor que modernamente se ha escrito sobre este tema.»

(FEDERICO DE CASTRO, en «Anuario de Derecho Civil».)



«Del repertorio de instrumentos con que el autor trabaja rezuma un no sé qué pro-
jndamente clásico, una dependencia sugestiva de las grandes lineas de fuerza que han
onducido históricamente la elaboración científica del Derecho; la jurisprudencia ro-
íana, la canonística, el «mos italicus» y la gran tradición de la glosa patria sepultada
ún por la dogmatización de nuestra ciencia jurídica. Pero, sobre todo, sería injusto no
onceder a las posibilidades apuntadas en estos trabajos la fecunda oportunidad de
íatizar una nueva línea en la elaboración del Derecho Adminsitrativo... Trabajos como
stos, pueden reintegrar la elaboración científica del Derecho Administrativo a la ver-
laderu función del saber del jurista.»

(JESÚS FUEYO ,en «Revista de Administración Pública».)

«Es una muestra excepcional este trabajo de lo que pueden enseñarnos los jóvenes
numerosos especialistas del Derecho Administrativo español.»

(R.-C, en ((Moneda y Crédito».)

«Su rigor metódico es una lección.»

(E. BORRAJO, en «Anuario de Historia del Derecho Español.»)

.'". J E S Ú S GONZÁLEZ P É R E Z : Derecho procesal administrativo. Prólogo
de Ja ime G U A S P . Tomo pr imero . Madrid , 1955, pág . 485.

«La obra de GONZÁLEZ PÉREZ, a juzgar por su volumen- primero, constituirá labor
le gran valía científica por sus elementos expositivos de opiniones recogidas y análisis
le ellas.»

(GASOÓN v MARÍN, en «Revista de Estudios de la Vida Local»,
núm. 83, pág. 801).

«Un trabajo excelente, debidamente sistematizado y de consulta y estudio indis-pen-
able para los que se dedican a una disciplina jurídica.»

(CARMONA ROMAY, en «Revista de la Universidad de la Habana»,
números 118-123, pág. 507.)

«El Tratado de GONZÁLEZ PÉREZ, que así merece llamarse, tanto por su extensión
orno por su índole sistemática y su solidez constructiva, constituye un aoontecimien-
o en la evolución de la literatura procesal administrativa en España.»

(ALCALÁ ZAMORA, «Revista de la Facultad de Dereclio de Mé-
xico», núm. 22, pág. 221.)

«Estamos plenamente convencidos de encontrarnos ante la obra maestra del De-
echo procesal administrativo.»

(ARAGONESES, «Revista de Derecho procesal», XI, núm. 4, pági-
na 725.)



«Obra meritoria y útil, no sólo a los españoles que quieran adentrarse en el campo
del Derecho administrativo, sino también a todos los estudiosos de este ramo de h
ciencia jurídica.»

(ROEHRSSEN, «Rassegna dei Lavori Pubblici, III, núm. 10.
página 561.)

VI. FERNANDO GARRIDO FALLA : Régimen de impugnación de los actos ad-
ministrativos. Madrid, 1956.

((.Confirma la publicación de la obra de GARRIDO FALLA lo que reiteradamente se
ha consignado en esta REVISTA sobre su preparación para el estudio de problemas admi.
nistrativos fundamentales, obra muy digna de eslima por »u intensidad científica y la?
notas prácticas en materia tan importante...»

(GASCÓN Y MARÍN, en «Revista de Esludios de la Vida Local»,
nlím. 86, 1956, pág. 265.)

VII. EDUARDO GARCÍA DE EÍVTERRÍA : Los principios de la nueva Ley de
Expropiación Forzosa (Potestad expropiatoria. Garantía patri-
monial. Responsabilidad civil de la Administración), 321 pági-
nas. Madrid, 1956.

Representa, a nuestro juicio, un estudio acabado y completo de la responsabilidad
civil de la Administración hecho a la luz de las más modernas corrientes doctrinales >
con sutil manejo de conceptos jurídicos... Los temas clásicos en materia de responsabili
dad... aparecen tratados en la obra que comentamos en forma verdaderamente sugeS'
tiva... Libro que por su factura y por las dotes que descubre en el autor reafirma nue.-
tra esperanza en la tarca renovadora de la disciplina jurídico-administrativa que lian
emprendido GARCÍA DE ENTEKKÍA y otros valiosos y jóvenes cultivadores de la Ciencia >
del Derecho de la Administración española.»

(RODRIGO URIA, en «Revista de Derecho Mercantil».'!

(iEl mérito de la monografía de GARCÍA DE ENTEKRÍA no eslá tanto en el primer tía
bajo importante dedicado a la Ley, cuanto en que por su; calidades va a resultar su-
mamente difícil superarla... Una obra que ella misma es un puro ejemplo de rigor y
originalidad... Estamos en presencia de un importantísimo trabajo que teóricamente
excede de un simple comentario a un texto legal determinado . El libro desborda afi
los límites de su título para convertirse en uno de los de manejo más necesario para
comprender el actual sistema de Derecho Administrativo.»

(F. GARRIDO FALLA, en «Revista de Estudios de la Vida Lócalo.'



«El análisis es de rigor y delicadeza sumas... Basla para justificar un trabajo y para
acreditar la valentía y la honradez de quien lo acomete; sin duda hubiera sido mucho
nás sencillo, más lucido y más extenso escribir unos comentarios a la Ley de Expro-
piación Forzosa, y por esto precisamente hay que atribuir lodo su valor a la investiga-
ción científica frontal de los principios, sobre todo cuando éstos resultan ser piezas
naestras del Derecho administrativo. Con este su estudio, GABCÍA DE ENTERRÍA da un
mevo y seguro paso por una vía que lia de llevarle a la construcción de un gran sistema
Je Derecho Administrativo; sus anteriores trabajos nos autorizan a esperarlo y éste nos
jbliga a exigírselo.»

(M. ALONSO OLEA, en «Cuadernos de Política Social».)

«Con impecable técnica y depurado estilo, que es de una jugosidad y espontaneidad
"ealmente envidiable, GARCÍA DE ENTÜRRÍA nos ofrece en 321 páginas un resumen certero
3e los problemas fundamentales de una institución jurídica cuya historia arranca del
>cta de nacimiento del constitucionalismo moderno. La obra de GARCÍA DE ENTERRÍA cons-
ituye un rico aporte a la bibliografía jurídica internacional y representa, además, una
>porluna advertencia a los reformadores de nuestra arcaica legislación, de que no de-
>en perder de vista el movimiento renovador que realiza la nueva generación de pro-
esores españoles.»

(AI.VAKEZ TAMO, en «Repertorio Judicial)), La Habana, julio <le
1956.)

VIH. ENRIQUE SERRANO GUIRADO : Las incompatibilidades de autorida-
des y funcionarios. Madrid, 1956, 216 págs.

(Acaba de aparecer.)

tX. ENRIQUE SERRANO GUIRADO : El régimen de oposiciones y concursos
de funcionarios. Madrid, 1956, 325 págs.

(Acaba de aparecer.)
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